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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de trabajadores del sindicato de guardahilos de ANTEL, 
integrada por los señores Alvaro Olivera, Gustavo Rodríguez y Adrián Batista. 


Ayer les comunicábamos el traslado de la reunión convenida para el día de hoy dado que creíamos 
conveniente conceder el mismo tiempo para la presentación de este tema tanto a la delegación de trabajadores 
como a los integrantes del Directorio y ayer nos encontrábamos acotados. Así que son bienvenidos y les 
cedemos la palabra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Gracias por recibirnos nuevamente. Quiero decir que los compañeros de la 
Central no pudieron venir porque están reunidos en el Ministerio sobre el tema "call center". Nos 


pidieron que así lo informáramos ante la Comisión. 


Durante dos años y medio hemos concurrido a la Comisión un par de veces y nuevamente estamos aquí 
porque a pesar del tiempo transcurrido nos encontramos que nuestra situación ha empeorado porque ya se ha 
anunciado que vamos a quedar todos cesantes. Hace quince días que el 90% de los teléfonos del interior están 
sin servicio; no tienen servicio de reparación y ahora se suma el conflicto del "call center” y no se toman 
reclamos. De parte del Directorio, no ha habido ninguna novedad. Simplemente, hubo alguna declaración en 
los medios de prensa sosteniendo lo mismo que ya nos habían anunciado a nosotros. 


El día jueves mantuvimos una reunión en el Ministerio con los compañeros de la Central y nos sorprendió 
que el señor Ministro nos dijera que, dado que ANTEL es un Ente Autónomo, no puede hacer gestiones para 
que cumpla con lo que estamos reclamando. Nosotros pedimos que cumpla con el artículo 7” de la Ley de 
Presupuesto y con la Ley de Fuero Sindical; según los documentos no lo está haciendo. 


En los diferentes ámbitos a los que concurrimos, seguimos sosteniendo que nuestra voluntad es regularizar a 
quienes hayan hecho bien su tarea. Como siempre se nos dijo, cumplimos con todos los requisitos de la Ley 
de Presupuesto. 


En relación con lo judicial, todos sabemos que está sobre la mesa y que fue uno de los motivos para no llegar 
al acuerdo. Inclusive, después de que esto se votó en asamblea, el señor Carvalho nos dijo que eso iba atado 
con lo otro. Los trabajadores que tenemos los fallos a favor de parte de la Justicia -no de parte de ANTEL ni, 
por supuesto, de nosotros, como un capricho personal- seguimos sosteniendo la voluntad de llegar a algún 
tipo de acuerdo para que se reconozcan nuestros derechos. Nosotros no queremos dañar a ANTEL, pero 
directa e indirectamente nos toca nuestro bolsillo, como el de toda la población, no solo por las nuevas tarifas 
sino también a la hora de pagar los montos de todas las demandas que se están llevando adelante. En su 
momento, el Directorio dijo que se ganaban todas, pero los fallos recientes demuestran que no es así. 
Entonces, como ya han pagado, tendrán que seguir pagando. El 70% de las demandas sigue por el mismo 
camino. 


El Directorio no tiene la voluntad de llegar a una negociación y de reconocer parte de esa deuda. El problema 
no es que los acreedores de ese fallo, nosotros, queramos cobrar el ciento por ciento. Parece que al Directorio 
no le interesara el manejo de los fondos y no tiene la voluntad de establecer un ámbito de negociación. 


En este momento, hay casi doscientos trabajadores sin trabajo y parte de la población sin servicio. No 
entendemos cómo se está al frente de una empresa y no se gestiona algún ámbito de diálogo, o cómo desde el 
Ministerio se nos dice que la ley no rige para ANTEL como sí lo hace para los demás. De esa forma, siguen 
desinformando diciendo que somos empresas unipersonales cuando simplemente con ir al BPS o ver los 
fallos de la Justicia se puede apreciar que somos trabajadores mensuales de ANTEL. No se trata de una 
exigencia basada en un capricho nuestro. 


SEÑOR LACALLE POU.- No es la primera vez que tomamos contacto con este tema, pero se ha ido 
agravando a raíz de las posiciones tomadas por las distintas partes. Se decía recién que la población 
está de rehén, porque hace 15 días que no se atienden las líneas telefónicas; sobre todo en el interior, es 
un tema bien complejo 


A pesar de tener mi concepto formado, voy a realizar algunas preguntas, porque siempre me gusta tener algún 
elemento más. 


El llamado a agente guardahilos que realiza ANTEL -porque el organismo no dice que no hacen falta más 
agentes guardahilos sino que no hacen falta los que están ahora, es decir, es un tema pesonalizado-, ¿se sabe 
para cuántas personas es? ¿Se establece el salario, o la contrapartida? Porque entiendo que se le agrega el 
auto y otros elementos. ¿Cuánto va a cobrar cada uno de estos supuestos guardahilos? ¿Cuál será la figura 
contractual, es decir, su relación de dependencia con ANTEL? 


Por último, quiero formular una pregunta que puede ser menor, pero como me enteré por la prensa, quisiera 
saber si es cierto. ¿El Directorio de ANTEL prohibió el uso de los baños a la gente que está acampada frente 
a la torre? Si así fuera, lo que para algunas personas podría ser un hecho menor en lo personal, me parece de 
extrema gravedad y una señal política bastante complicada. Cuando venga el Directorio de ANTEL -por 


supuesto, no quiero tomarme atribuciones que no corresponden y que generarían una polémica con el resto de 
la Comisión que gentilmente nos ha dejado hablar- lo vamos a catalogar, porque tenemos el concepto de que 
se trata de un tema ajeno a cualquier relación laboral. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Además de las preguntas realizadas por el señor Diputado 
Lacalle Pou, me gustaría saber cuánto tiempo va a durar la contratación en el caso de los nuevos 
llamados. También quisiera saber si en algún momento durante las negociaciones mantenidas con el 
Directorio de ANTEL se manejó la posibilidad de aplicar el artículo 7” de la Ley de Presupuesto 
Nacional, que se introdujo para resolver justamente este tipo de situaciones que se producen en 
diferentes organismos del Estado. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Tienen noticia de que algún servicio de ANTEL que se presta con personal 
que no pertenece a la empresa esté por ser asumido por ella, con un número de casi 500 futuros 
funcionarios y qué norma será aplicada en ese caso? 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, me excuso por haber llegado tarde debido a un 
compromiso contraído con anterioridad, en función de que esta reunión se había pactado para el día de 
ayer pero no pudo llevarse a cabo por circunstancias que todos conocemos. 


Quiero agregar dos preguntas. Si ya fueron tratados esos temas, simplemente, les pido que se me aclare y 
después leeré la versión taquigráfica. Son de contexto. 


Ha trascendido con mucha insistencia que el sector de guardahilos de ANTEL es una especie de sector 
privilegiado desde el punto de vista de las remuneraciones. He escuchado a algunos voceros decir que se trata 
algo así como de trabajadores privilegiados que ganan en el entorno de los $ 30.000 mensuales y que eso los 
coloca en una situación prevalente con respecto a los demás funcionarios del organismo. Además, esta 
versión se propagó porque alguna prensa la recogió en distintas circunstancias. Si es así, no necesariamente 
estamos ante una circunstancia ilegítima; tal vez es lo correcto para el trabajo que ustedes realizan. Pero no lo 
sé, y me gustaría un poco de ilustración al respecto. 


En segundo lugar, desde el punto de vista de las alternativas de negociación con el Directorio que puedan 
estar o no en curso, también quisiera alguna noticia. Me consta que en este mismo momento el Directorio de 
ANTEL está atendiendo la situación de los "call-center" y de la ocupación que se está realizando en la Torre 
de las Comunicaciones. Parecería que eso es lo que más le preocupa; no he visto la misma predisposición o 
preocupación con relación al conflicto que mantiene con los guardahilos. El tema de los "call-center" 
pertenece a un concepto distinto; lo estamos analizando en el ámbito de la Comisión de Industria, Energía y 
Minería. Sin ninguna duda, obedece a errores de gestión del Directorio, que fue para adelante y para atrás, 
pasó del derecho privado al derecho público y generó una situación de fricción con SUTEL que parece 
bastante evidente. Pero también es verdad que a raíz de eso ha tenido que preocuparse más por esa situación 
y parecería darle menos significación a este conflicto. Mi preocupación es que la estrategia del Directorio sea 
que el conflicto caiga por su propio peso. Es algo que advierto con cierta preocupación; quisiera conocer la 
visión del sindicato o del gremio de los guardahilos a este respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera dejar constancia en la versión taquigráfica de que el conflicto por 
el cual el Directorio está en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es el que mantienen los 43 
contratados; no es por el tema de los "call-center". Por eso creo conveniente que cuando venga el 
Directorio el planteo quede bien claro y que ahora se deje sentada la situación de los guardahilos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Vamos a tratar de recordar todas las preguntas. 


En cuanto a los sueldos, desde las primeras reuniones que mantuvimos con la Central y con los compañeros 
de SUTEL se llegó a un acuerdo en el sentido de que todos los sueldos debían estar en el mismo rango, para 
evitar que existieran trabajadores clase 1, clase 2 o clase 3. Entonces, a igual trabajo, igual remuneración, y 
viceversa. Eso se acordó hace más de un año y medio en una asamblea con todos los compañeros de SUTEL, 
de la Central y de COFE. Entonces, el tema no pasa por lo económico, es decir, por si vamos a ganar más o 
menos; vamos a ganar todos lo mismo y no habrá diferencia entre los trabajadores, e independientemente de 
la forma como hayamos entrado, el trabajo lo hacemos todos igual. 


En cuanto a montos de sueldo, hay mucha mala información y mal intencionada, porque nosotros no vamos a 
comparar los sueldos de los guardahilos presupuestados, que, en algunos casos, son superiores al nuestro 
porque tienen muchas compensaciones, y está bien que sea así, porque no se trata de bajar el sueldo del otro. 
Ahora, no es como se dice, que ganamos $ 40.000 o $ 50.000. Hay algunos que, en bruto, llegan a los $ 
40.000 y otros reciben de $ 40.000 para arriba; varía por el tamaño de la zona y la cantidad de abonados. 
Dentro de ese sueldo bruto -ya sea de $ 14.000 o de $ 40.000- una parte corresponde al sueldo del trabajador 
y otra al gasto que ANTEL calcula por locomoción. En el sueldo más grande, eso alcanzaría a los 500 litros 
de nafta, que es el tope que se otorga para locomoción. Los Jueces sentencian ese volumen -que muchos 
cuestionan- porque ANTEL descuenta del bruto. Sobre lo que ANTEL calcula como locomoción - es un gasto 
que se va en locomoción, mantenimiento, renovación del auto, ya que nos dan resoluciones de que hay que 
cambiarlo porque está despintado o viejo- nos viene el descuento del montepío y el IRP. 


De manera que no es que haya diferencia de sueldos con los trabajadores de ANTEL; en algunos casos las 
hay para más y en otros para menos. Sin embargo, desde el primer día, con SUTEL y con la Central 
entendimos que había que llegar a un equilibrio para que no hubiera diferencias entre unos trabajadores y 
otros. 


En cuanto a la pregunta relativa a los baños, voy a decir lo siguiente. En la segunda visita que les hicimos el 
ente amenazaba con realizar un llamado público. Se nos sacó por medio del GEO, por la fuerza, de nochecita, 
hasta con un camión de agua, cuando nosotros nunca cortamos el acceso. En ningún momento impedimos 
que entrara alguien ni generamos problemas a los compañeros trabajadores ni a los clientes que van a hacer 
gestiones. Hemos leído versiones taquigráficas donde se manifiesta que el Directorio en Comisión negó lo 
ocurrido y dijo que salimos voluntariamente. No fue así y algunos medios de prensa lo filmaron. 


La única respuesta que tuvimos, ahora sí, fue trancar el acceso a la torre. En ningún momento quisimos entrar 
a la torre; no es la idea, porque tenemos el antecedente de que nos iban a sacar. Simplemente, queremos que 
los legisladores escuchen nuestro reclamo y que se haga cumplir a ANTEL con la normativa vigente. Sí se 
nos trancó el acceso a los baños públicos, entrar o salir, ya sea a nosotros, a nuestras esposas como a los 
gurises chicos. Hace unos días conseguimos un baño químico. Nuestra idea nunca fue trancar el paso a nadie. 
Sabemos que varias veces se ha solicitado el desalojo y agradecemos al Ministerio que no lo llevara a cabo, 
porque no estamos afectando a nadie, sino simplemente reclamando que se reconozca nuestra fuente de 
trabajo. 


No puedo contestar todas las preguntas sobre cuánto van a ganar y cómo van a entrar los nuevos guardahilos 
porque eso solo lo sabe el Directorio. Luego de que se rompiera la negociación por parte del doctor Carvalho, 
que sale con eso -cuando la Presidenta había dado por terminada la reunión, inclusive mediando el 
Ministerio-, y nos plantea que esto iba sujeto al hecho de renunciar a los créditos laborales. El Directorio nos 
dijo que, de aquí en más, el acuerdo en lo laboral al que se había llegado quedaba sin efecto y que el nuevo 
llamado se va a hacer de la manera que se entienda más conveniente para la empresa. Estaría faltando a la 
verdad si dijera cuánto van a ganar los que vienen. Lo que todos sabemos es que hay una empresa muy 
grande atrás, que tiene mucho interés en hacer nuestra función. Hay empresas que realizan tareas, como la 
reparación por el robo de cables -que es un problema que afecta a la población y ha generado una cantidad de 
reclamos-, que no hace el funcionario presupuestado. Esa es una problemática muy grande que ha enfrentado 
ANTEL por los gastos que genera, los costos de la reparación y, sobre todo, porque deja al abonado sin 
servicio y sin facturación. Los detalles del nuevo llamado en cuanto a cantidad y honorarios debe explicarlos 
el Directorio de ANTEL. Lo que está claro es que luego de quince días sin servicio en todo el interior del 
país, no se ha adoptado una postura. Los compañeros de SUTEL tampoco están realizando nuestra tarea, 
menos ahora que, debido al conflicto por los cuarenta y un funcionarios del "call center", no se toman 
reclamos. 


SEÑOR CABRERA CASAS.- Usted hizo referencia a que existen sentencias judiciales. Sería bueno 
contar con ese material para saber qué está resolviendo la Justicia y tener un panorama más completo. 


Por otra parte, quisiera que se me confirme algo que se dijo y que me pareció disparatado; es posible que 
haya entendido mal. ¿El Ministro de Trabajo y Seguridad Social dice que no puede mediar en el conflicto 
porque se trata de un ente autónomo? ¿El Ministro dijo eso? Me parece tan disparatado y tan fuera de las 
competencias del Ministerio que me gustaría que me lo confirmaran. La pregunta anterior era en qué estaba 
el Ministerio en este momento, pero supongo que esa afirmación niega cualquier posibilidad de mediación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero reiterar una pregunta que quedó en el tintero y reformular otra que 
quizás no planteé bien. 


En primer lugar, si están en conocimiento de una situación similar a la de ustedes, en la que el Directorio de 
ANTEL estaría asumiendo al personal como funcionarios de la empresa. Creo que el señor Diputado Abdala 
se refería a eso. 


Por otra parte, yo me refería al llamado, básicamente, para saber cuál será la erogación de ANTEL en base al 
número de guardahilos que se llamen y al salario o a la contrapartida que van a recibir. Dado que uno de los 
visitantes agrega la posibilidad de que una empresa suministre todo el personal o todo el servicio, me gustaría 
saber las condiciones del llamado, si es que las conocen. Si se llama a interesados y se habla de empresas 
unipersonales o de una relación laboral determinada, puede o no caber que se presente una empresa para 
cubrir todo el servicio. 


Quiero saber si confirman mi punto de vista en cuanto a que esto es contra los guardahilos que están, con 
nombre, apellido, filiación partidaria o momento en que ingresaron. Digo esto para hablar claramente, porque 
si todas las demás variables son iguales, los que están de más son ustedes, con nombre, apellido y cédula. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera aclarar al señor Diputado Cabrera que no debe de existir esa 
voluntad por parte del Ministerio desde el momento en que, en esta instancia, en este preciso momento, 
se está llevando adelante una negociación entre trabajadores de SUTEL, los trabajadores tercerizados 
y contratados y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con representantes de ANTEL. Esa es una 
pregunta que deberíamos plantear a las autoridades del Ministerio o al Directorio. 


Por otra parte, una pregunta a la delegación. ¿Es cierto lo que se ha manifestado en los medios y figura en 
algunas versiones taquigráficas acerca de que el guardahilos contrata y subcontrata a otros trabajadores en el 
momento en que realiza su tarea? Si es así, ¿a esos otros trabajadores se les cubren todos los beneficios 
sociales que corresponden bajo la forma de subcontrato? 


También quisiera saber cuántos son los guardahilos que han planteado la demanda contra el Estado y si es 
cierto -según versiones de prensa y manifestaciones de algunos miembros del PIT-CNTE que el monto por 
esas reclamaciones estaría en el orden de los US$ 30:000.000 que se deberían pagar por parte del Estado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En cuanto al tema judicial, ya el año pasado ANTEL hizo efectivo el pago de 
US$ 200.000 a raíz de una demanda de trabajadores que estaban despedidos. Se le planteó al señor 
Carvalho que ya había antecedentes, pero él decía que no, que fue un caso aislado. Hay nuevas 
sentencias para febrero y marzo, cercanas a la cifra antes mencionada. Vuelvo a decir que en virtud de 
que ANTEL nos descuenta los aportes del bruto, los Jueces toman el sueldo por el bruto y no por lo que 
realmente percibimos, no dividen una cosa de la otra, como hace ANTEL. 


Calculando que el 70% de las demandas -que ya está sorteado a los mismos tribunales que fallaron a favor- 
fueran atendidas, serían aproximadamente ciento cincuenta o ciento sesenta demandas, que insumirían ese 
dinero y algo más. Inclusive, es posible que haya que sumar lo que resulte de reclamos posteriores, porque 
hoy por hoy ANTEL plantea que nos va a echar a todos. Obviamente, si los Juzgados sentencian que esos 
créditos laborales se le deben al trabajador, el tema del despido abusivo va a ir en la misma dirección. Por lo 
tanto, serían entre ciento cincuenta y ciento sesenta demandas por los fallos que se van dando, más los 
reclamos que se podrían dar en el futuro de hacerse efectivo el llamado. 


En cuanto a lo ministerial, fueron palabras del señor Ministro y del doctor Loustaunau, planteadas ante 
nuestra delegación y ante los compañeros de la Central, el señor Marcelo Abdala y la señora Alba Colombo. 
Al plantear nosotros que mediante el Ministerio se tratara de buscar un acercamiento entre ANTEL, el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, la OPP -que tiene que tomar cartas en el asunto; nosotros 
habíamos hecho gestiones en esta Oficina, antes de que asumiera el Senador Rubio- y los tres sindicatos, se 
nos plantea que ANTEL, como ente autónomo, tiene libertad de hacer el manejo que entienda conveniente. 
Particularmente, expresé que para mí no era así, porque ANTEL es un ente autónomo pero hay leyes que 
tiene que cumplir. El Ministerio dijo que iba a tratar de crear ese ámbito, pero que no iba a dar mucho 
resultado porque por ser ente autónomo no pueden presionarlo para que realice una regularización. 


Desde que se inició el análisis de la Ley de Presupuesto, fuimos recibidos por las Comisiones y por quienes 
redactaron la iniciativa para evacuar todas las dudas. Inclusive, por parte de integrantes del Gobierno se nos 
dijo claramente -posteriormente a ser recibidos por algunas de estas Comisiones- que no entendían cuál era 
nuestro miedo, porque esto se hacía para todo aquel que no estuviera regularizado, y quien cumplía todos 
requisitos no iba a tener problemas porque, en este caso, el empleador no podía seleccionar entre uno y otro; 
que esto se hacía para regularizar todas las situaciones irregulares y que nos quedáramos tranquilos porque 
cumplíamos con todos los requisitos: la antigúedad, la regulación, el mandato directo. Por eso seguimos 
sosteniendo que eso debía ser así. Como el Directorio estaba tan intransigente, durante una negociación se 
trató de encontrar un camino alternativo para llegar a la regularización mediante esos contratos a término, 
que después el Directorio planteó que eran a un año con opción a otro más, siempre y cuando sirviera al 
manejo de la empresa y la voluntad del Directorio expresada. Luego de esa negociación, obviamente que esa 
confianza que había de renovar los contratos, después que pasó lo de los créditos laborales, se echó por tierra, 
así que esos contratos no siguen más. 


En cuanto a la gente que pueden llegar a tomar, lo que sabemos es que se están haciendo llamados para 
ANCEL y para otros puestos. Hay un llamado publicado que no está claro, porque el titular detalla nuestra 
tarea, pero entre paréntesis dice que se puede hacer conexiones de RURALCEL. Los trabajadores de ANTEL 
sabemos que no se precisa una escalera, pero en el llamado piden experiencia con escalera, y es en todas las 
localidades donde trabajamos nosotros, por lo que no queda claro para nosotros ni para el que se va a anotar 
cuál es realmente la tarea que va a realizar. 


Sobre el tema de las subcontrataciones, ha habido casos de guardahilos que se han ido del país y han dejado a 
otros. En esos casos de parte de la Central o del sindicato no se hizo ningún tipo de reclamo. Se trata de 
guardahilos que se iban y dejaban un empleado o algo y que este Directorio les abrió un sumario, los echó y 
nombró guardahilos como nosotros. 


El tema de fondo lo conocemos todos. Hemos sido claros en todos lados. Acá hay guardahilos que entraron 
hace treinta o treinta y cinco años; en realidad no entraron, eran guardahilos de ANTEL, los mandaron al 
campo porque no había que armar una central, mandaron camiones y se les pagaba. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Directorio planteó -consta en la versión taquigráfica- que había 
guardahilos que no estaban cumpliendo con su función y se llamó a nuevos guardahilos para cumplir 
esa tarea. Es la interpretación de lo que dijo el Directorio, transcripto en la versión taquigráfica. 


Mi pregunta apunta a los guardahilos actuales. Quisiera saber si están contratando o subcontratando personal 
con el mismo paquete de dinero que se les paga a los guardahilos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Esa es una de las cosas que dice el Directorio, porque se basa en los contratos 
que algunos firmaron en otra época. La gran mayoría no tiene contratos y en los Juzgados tampoco los 
ha podido presentar ANTEL porque no existen. En mi caso particular, venía de una empresa que hacía 
zanjas y ya conocía el trabajo, y recién a los seis meses hice los cursos y rendí las evaluaciones. 


ANTEL es la que decide quién puede trabajar y quién no. Hay compañeros, como el caso de una persona de 
Pan de Azúcar, que han tenido accidentes o han tenido que operarse, y ANTEL es el que autoriza, mediante 
solicitud de guardahilos, si se deja un suplente o lo que fuera. Eso está claro en ese supuesto contrato que 
todos firmaron, aunque no todos tienen el contrato. 


Por ejemplo, yo soy dirigente sindical, pero la ley de fuero sindical con nosotros no corre. Vengo a esta 
reunión y se me descuenta. Hoy porque estamos en conflicto, pero durante estos dos años y medio en que 
hemos concurrido a distintas reuniones, la Central y el Ministerio le han pedido a ANTEL que no siga 
haciendo eso y que cumpla con la ley, e igual me descuentan los jornales, porque yo no puedo dejar a nadie 
en mi lugar. Es más: tenemos los telegramas colacionados y las resoluciones del Directorio en papeles, por 
escrito, donde dicen que nosotros no tenemos derecho a participar en la tarea sindical, que es una concesión 
del empleador. Por lo tanto, nos descuentan los jornales cuando no venimos. Hicimos un acuerdo con un 
Gerente General de ANTEL para no dejar sin servicio, y entonces le pido al compañero guardahilos más 
cercano que cubra mi zona. El Gerente autorizó; era lo más lógico. Pero ANTEL -tenemos los memorandos y 


las resoluciones- entiende que yo no soy quién para asignar a otra persona, que eso solo puede hacerlo el 
Directorio. 


SEÑOR POZZI.- Precisamente, vengo de una reunión en la que estaba presente parte de la Gerencia 
de ANTEL actual, que participó en la Gerencia de ANTEL en otro momento, y se estuvo hablando de 
muchos temas, entre los que estaba el de los guardahilos. No se habló desde el punto de vista de la 
conflictividad que hay hoy, sino de la génesis de este problema, de cómo nace, lo que creo que es 
importante. 


Corríjanme si digo algo equivocado, porque el ingeniero Saldías, quien es el actual Gerente General de 
ANTEL y también lo fue durante el período 2000-2002 nos aportaba que el contrato de los guardahilos que 
se hizo en aquel momento especificaba en forma muy clara que no tenían relación de dependencia con 
ANTEL y autorizaba expresamente a que pudieran subcontratar gente para realizar su trabajo. No sé si esto 
era así en el contrato primario; expreso lo que acaba de decir el Gerente General de ANTEL en relación a 
cómo veía los contratos cuando llegó a la Gerencia en el período anterior. Aquí hubo un aporte de un 
compañero nuestro, porque si bien la jurisprudencia avanzó en cuanto a que igual había una relación de 
dependencia, se avaló todo esto porque a ustedes, como personal contratado, se les empezó a pagar montepío 
por parte de ANTEL e, inclusive, se les pagaba aguinaldo y salario vacacional. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Se nos pagaba parte del aguinaldo, y algunos años... 


SEÑOR POZZI.- Creo que la fuerza política que hoy está al frente de la Dirección de ANTEL puede 
estar en el ojo de la tormenta, recibiendo los golpes de un problema que es grueso y viene de atrás; a 
nuestro juicio -sin entrar en polémica-, hubo una serie de desprolijidades que hoy, de alguna forma, se 
trata de corregir. 


También quiero dejar claro otro aspecto, teniendo en cuenta lo que conozco, por lo menos, de esa historia y lo 
que aportaban los compañeros, pero antes quiero decir algo muy breve. Nosotros, como fuerza política, en un 
momento determinado tuvimos una discusión interna muy seria con relación a otro ente, OSE, sobre 
"clientelismo sí” o "clientelismo no". Me tocó a mí, particularmente, tener una polémica interna sobre si 
había que discriminar, porque en un momento entraron todos acomodados por blancos y colorados. Nosotros 
dimos esa batalla y los compañeros hoy están trabajando dentro de OSE. No voy a decir los detalles de la 
batalla, pero la realidad es que terminamos votando una ley y los compañeros hoy están trabajando todos 
dentro de OSE. Entonces, acá, en lo que a mí concierne -creo que puedo hablar por otros compañeros de la 
Comisión-, cómo entraron, si fue por acomodo o no, no pesa en la discusión que hay en el día de hoy. Quiero 
decir esto porque, además, ustedes avanzaron y llegaron a un acuerdo para seguir trabajando. Esa es la 
historia; acá fue narrada, pero yo también la conozco. Ustedes llegaron a un acuerdo para seguir trabajando, e 
iban a seguir trabajando. El problema que está en discusión es que hay un juicio de por medio; esa es la 
barrera que tenemos desde hace un año, cuando conversamos con ustedes -no recuerdo si fue hace seis o siete 
meses; recuerdo que vino la compañera Colombo-, y no se ha llegado a solucionar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La compañera Colombo ahora está de viaje. 


SEÑOR POZZI.- Entonces, hay una posición que es complicada que, inclusive, a veces nos pone en una 
situación de contradicción. Hay un juicio que ustedes admiten que puede llegar a costar US$ 
30:000.000, que el Estado no está dispuesto a pagar si no hay una demanda judicial -es lo que está 
pasando- y se termina fallando a favor. 


Hay otro problema que no conozco exactamente. Yo fui trabajador de empresa privada toda mi vida. Conozco 
muchos casos en los que, cuando se entablaba una demanda contra la empresa, solo porque se tenía un 
sindicato muy fuerte no se terminaba despidiendo a los trabajadores, pero también conozco muchos casos en 
los que no había sindicatos y "los mataban", directamente los echaban. No quiero decir que esté bien, sino 
que es lo que pasaba. 


Quiero formular la siguiente pregunta, porque es un dato que no tengo. ¿En algún momento intentaron 
negociar, transar los juicios, en el sentido de transacción económica? ¿Algún día se habló de eso? ¿Se avanzó 


en eso? ¿Se pusieron bases para llegar a un entendimiento en ese aspecto o es intransable? 


Quiero dejar claro que, por lo menos desde mi punto de vista, acá no hay una discriminación por ser blancos, 
colorados o por la forma en que entraron, porque hubo un momento en el cual ustedes tuvieron un acuerdo 
por el cual podían seguir trabajando en ANTEL, creo que con un nuevo sueldo y no sé si con un contrato a 
término, un contrato de obra; no sé qué se había acordado entre ANTEL, ustedes y el PIT-CNT. La piedra en 
el zapato es el problema de los juicios laborales; eso está claro desde hace un año y sigue estando claro ahora. 


Reitero que deseo saber si en algún momento hubo intento de hacer algo como lo que manifesté. Quiero que 
se despeje la duda que planteé. Quise dejar sentado mi punto de vista y expresarlo delante de ustedes. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Comenzaré diciendo que sí fue tema de discusión en la interna y con los 
compañeros del sindicato. Nadie niega la realidad: estas cosas vienen de tiempo atrás. El sistema de 
ANTEL fue cambiando; a aquellos primeros guardahilos públicos los mandaban al interior, pero 
ANTEL no entendía necesario montar toda una infraestructura. Después, ANTEL fue creciendo y se 
fue entrando de esa manera; quien era repartidor de cartas en ANTEL o guardahilos se trasladó, un 
montón de presupuestados pasaron a ser guardahilos y otros -como mi caso- trabajamos para 
Campiglia o diferentes empresas haciendo zanjado. Este oficio no se aprende en la facultad; se aprende 
en ANTEL o en una empresa que trabaje para el ente. Eso brindó la posibilidad de que se pudiera 
llegar a Gerentes y Supervisores, no por asignación con referencia, como se alega para todos. Había 
designaciones de Directorio de personal de confianza, porque no había llamados; el Directorio hacía 
designaciones, como sucede con estos cinco, seis o siete casos, así como también están aquellos que no 
cumplían funciones. El mismo sindicato ha planteado desde el primer momento -esto también lo 
planteó la Central y se le dijo al ente- que aquellos casos que están mal -como lo arrojó la Comisión 
Investigadora- deben ser sacados de una vez; el sindicato no está planteando que no los saquen. Pero el 
conjunto no debe pagar por cuatro, cinco, veinte o los que sean; no debe pagar el resto. Si tienen los 
nombres, tienen los antecedentes, el sindicato no plantea que es incorrecto o no niega las causas, y si los 
hechos demuestran que no desarrollaron la tarea, así como han sancionado trabajadores y han 
nombrado nuevos, que hagan lo correcto. Nosotros no escapamos a lo que pasó. 


Lamentablemente, en lo laboral, lo que el señor Diputado Pozzi dice del acuerdo, era un parche, porque la 
disposición del Directorio nunca fue cumplir con la misma ley que este Gobierno impulsó para regularizar 
todas las situaciones que se acarrean, pasando por el filtro para determinar a quién puede aplicarse y a quién 
no porque no cumplió con lo que sea. ANTEL nos dijo bien claro a nosotros, a la Central y al Ministerio, que 
nunca íbamos a ser presupuestados, simplemente contratados a término con renovación de contrato siempre y 
cuando lo entendiera imprescindible la empresa y lo expresara la voluntad del Directorio. Eso nos dejaba 
librados al Directorio del momento, a si existía o no voluntad. Igualmente cedimos, con la esperanza de que 
se hicieran negociaciones de buena fe, apostando a arreglar de una vez toda la infraestructura interna de 
ANTEL, de la que nos corresponde una gran parte porque somos el 90% de la mano de obra del interior, lo 
que no es poca cosa. Esperábamos que durante ese proceso se llegara a una regularización. Si bien el 
Directorio expresaba que aquello no iba a poder ser, había que salir del paso. 


Sobre el tema de los juicios, hemos hablado con muchos legisladores, del Gobierno y de la oposición. 
Hablamos con todos; no venimos acá con fanatismo político por una línea ni por otra ni para hacer mandados 
a nadie, como se ha dicho en la prensa, porque es obvio que no salimos a acusar a nadie de la situación que 
vive el país en general, producto de muchas circunstancias. A todos les hemos dicho que la voluntad de los 
trabajadores sigue siendo la misma, porque por algo durante nueve meses, con los fallos que teníamos a favor 
y las órdenes de pago, suspendimos el ciento por ciento de los juicios. Juntamos todas las firmas en los 
Juzgados, con todos los compañeros, y durante nueve meses no hubo una audiencia más ni dejamos ingresar 
un juicio más. El problema es que el doctor Carvalho decía que él ganaba todos los juicios. Luego del 20 de 
diciembre -no recuerdo bien la fecha- nos reunimos los compañeros de SUTEL y del PIECNT con los 
integrantes del Directorio para volver a manifestar nuestra voluntad de buscar una alternativa, una solución. 
Los compañeros del PIT-CNT lo plantearon en la OPP al señor Daniel Mesa, quien dijo que buscar una 
especie de reconocimiento por el tema de los créditos laborales era lo más razonable. 


Lo de los créditos laborales es un disparate, porque no son treinta ni cuarenta; hoy nos encontramos con que 
se va a hacer una demanda por despido abusivo. Eso mismo que ya se falló va a ser un trámite para después. 
Igualmente, se nos planteó por parte del Directorio que ellos no estaban autorizados a hacer una transacción y 


en diciembre -igual argumento se nos dio el lunes después de turismo- se nos planteó que no había voluntad 
política. Según ellos, no es una decisión que pase por el Directorio, pero ahora se cambió el argumento y 
dicen que no hay voluntad política. Así que hubo sobrados gestos, más allá de lo que pueda decir el 
Directorio, de nuestra voluntad de llegar a una negociación. Bobo hay que ser para pretender ganar esos 
dinerales, que se pueden cobrar o no. Los fallos siguen para adelante, pero uno tiene que comer todos los 
meses. Después lo vamos a pagar todos. Si nosotros cobramos esos dinerales, el resto de las familias lo tiene 
que pagar de su bolsillo y son los que después tienen que emigrar. De nada nos va a servir esa plata. Para 
nosotros, para la central y para los compañeros de SUTEL no hay duda de eso. Esto es lo que vienen 
exigiendo. Si son tan responsables con el manejo de los fondos, no sé cómo ante los fallos judiciales a 
nuestro favor y nuestra voluntad de llegar a una negociación... 


No conozco los números porque nunca hubo voluntad de buscar una aproximación para conversar. 
Directamente se dijo que no se transa y el lunes posterior a turismo se dice que no se transa porque no hay 
voluntad política. Nosotros nos abocamos una negociación, porque no entendemos. Acá hay dos problemas: 
el laboral y el judicial. 


En cuanto al problema laboral, este Gobierno dio los medios para regularizar nuestra situación. Nadie está 
diciendo que quede el 100% de los guardahilos, sino los que tengan que quedar. Así que entendemos que en 
lo laboral hay que hacer cumplir la ley y revisar caso por caso, como ya se ha hecho y sabemos todos. 


En el tema judicial, los créditos laborales están a nuestro favor por parte de la Justicia; no es un capricho 
nuestro. Estamos buscando llegar a una negociación en la que no salga dañada la empresa ni el trabajador. Se 
lo hemos manifestado al Directorio y a diferentes legisladores: hay obligaciones, sea o no una herencia. Es 
bueno aclarar que este Directorio nunca pagó nada, nos recortó los sueldos y nos mandó a trabajar más horas. 
Entendemos que el problema viene de atrás pero todos forman parte de esa deuda. Creemos que tiene que 
haber un acuerdo entre las partes, pero el Directorio sigue intransigente en eso. 


Nosotros tenemos los documentos. Ellos nos niegan como sindicato. No nos respetan como sindicato. Son 
mentiras porque en los documentos, en los recibos de sueldo, en los telegramas colacionados que manda el 
Presidente, previo a una asamblea citada por el PIT-CNT, dicen que la licencia gremial no es un beneficio del 
funcionario sino una concesión de la autoridad. En ningún momento nosotros salimos mediáticamente a 
hablar de esto. El Gobierno hace una cosa y el Directorio otra, y es lo que planteamos al Ministro, porque el 
Directorio no puede estar aislado de las reglas y de las leyes de este país. 


SEÑOR LACALLE POU.- En primer lugar, me gustaría tener una copia de ese telegrama, porque es 
bien ilustrativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa ya lo ha solicitado para sacarle fotocopias. 


SEÑOR LACALLE POU.- En segundo término, no tengo el ánimo de debatir con el señor Diputado 
Pozzi, pero algunas afirmaciones me llevan a hacer ciertas consideraciones. 


Supongamos o demos por bueno que la situación era irregular. Entonces, viene este Gobierno y dice: "Hay 
que arreglarla". Es como si yo tuviera lastimado un dedo y alguien que quisiera solucionar la situación me lo 
cortara. Antes la gente trabajaba en una forma que no se entendía bien, se pagaban o no las licencias, se tenía 
horario o no -más todo lo que sabemos-, pero trabajaba, estaba a gusto y recibía un salario. Ahora la forma de 
arreglar esto es decir: "Esto es irregular y el Gobierno lo tiene que arreglar, así que se tienen que ir todos". Es 
como pretender arreglar una casa con un marrón; lo único que lograríamos es romperla. Esa es la situación. 


En cuanto a los juicios y la permanencia o no en el trabajo -se lo dijimos a la ingeniera Simon-, no sé si no 
configura una extorsión por parte del Directorio. El hecho de desestimar la demanda, cuando se está dos a 
cero arriba y queda casación, tiene características bastante extorsivas. 


Suponiendo que existiera negociación, una mixtura entre lo judicial y lo laboral parece perfecto. Yo sé que 
inclusive eso se conversó. Pero si a cualquier guardahilo le dicen: "Dejá de lado tu juicio y te contratamos 
por un año", con la calculadora más básica te das cuenta que no te cierra. Porque ni siquiera se planteó 
aplicar el artículo del Presupuesto para negociar la permanencia o no. Está bien: en la vida se negocia y se 
concede, y aquí muchos saben lo que es negociar y conceder, pero se supone que cada uno concede en partes 


medianamente parecidas o iguales. En este caso, el que me diga que desestimar una denuncia que viene 
favorable -en tres instancias se ganan dos- por un año de trabajo sin ninguna seguridad son partes iguales en 
la concesión, por supuesto que no lo está evaluando seriamente. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creo que el señor Diputado Pozzi hizo bien en referirse al 
tema histórico, sobre todo para entender en forma global el asunto. 


Indudablemente, acá el tema de fondo es la reforma del Estado. Y el Gobierno tiene dentro de su interna dos 
visiones de reforma del Estado. Creo que esta situación de los guardahilos y la del Banco de Seguros del 
Estado obedecen a esa doble visión. Creo que los que tuvimos la responsabilidad de gobernar a veces nos 
hicimos trampas al solitario, porque dijimos: "En el Estado no pueden entrar más funcionarios", y se 
buscaron mecanismos alternativos para que ingresaran, que es lo que sucedió con los guardahihlos, los 
pasantes y otras situaciones "irregulares", como se les quiere decir ahora para que parezca que detrás hay 
algo sucio. Pero con el acceso al Gobierno de una nueva fuerza política se prometió que esas situaciones se 
iban a arreglar y que no iba a quedar nadie afuera. Para eso se votó el artículo 7* en el Presupuesto. Quiero 
aclarar que ese artículo no lo planteó la oposición sino el nuevo Gobierno. O sea que ese instrumento se dio 
para solucionar esas situaciones irregulares, producto de los anteriores Gobiernos. 


Yo creo que los guardahilos son el jamón de un sándwich de una discusión interna del partido de gobierno, 
que tiene todo el derecho de tenerla. Es real, hay dos visiones de reforma del Estado: una donde las 
tercerizaciones o las contrataciones no se llevarían a cabo y otra en la que esto sí se haría. ANTEL hoy está 
siendo de alguna manera el modelo de prueba de esas dos visiones. Lo decimos acá y también lo dijimos en 
otra Comisión frente a la gente del PIT-CNT. Lamentablemente, ustedes están en el medio de todo eso. 


Comparto con el señor Diputado preopinante que presionar para que renuncien a un derecho a cambio de 
darles estabilidad laboral no sé si será un delito desde el punto de vista penal, pero desde el punto de vista 
ético es lamentable. Creo que esta solución no se ha llevado adelante por la tozudez del actual Directorio que 
está convencido del tipo de reforma del Estado que tiene que hacer. 


Quería dejar estos razonamientos acerca del pasado, donde -¡cómo no!- puede haber habido errores, pero no 
horrores. El Gobierno se comprometió a solucionarlos y tiene la herramienta legal para hacerlo. Quienes 
estamos en la oposición sencillamente vamos a pedir al Gobierno que aplique su mismo instrumento; nadie se 
lo inventó; no fue la oposición la que introdujo ese artículo. Los motivos para que se introdujera están en la 
versión taquigráfica: arreglar este tipo de situaciones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me quedé pensando en eso de la concesión de la autoridad, y con 
relación a eso quería hacer una pregunta. Aunque presumo la respuesta, me parece interesante tener 
una contestación lo más concreta posible que, inclusive, quede sentada en la versión taquigráfica. 


El valor de las sentencias de los pronunciamientos judiciales en esta discusión y en este conflicto creo que es 
de una importancia superlativa, de una gran relevancia, en primer lugar, porque son fallos de la Justicia y 
además porque están referidos a un Ente Autónomo, por lo tanto, al Estado. Según tengo entendido, las 
sentencias se han venido produciendo en una cadencia que comenzó el año pasado y se reiteró en lo que va 
del presente año; digo esto porque tengo entendido que ha habido sentencias en meses que han transcurrido 
del año 2007. Por lo tanto, quisiera saber si esa secuencia de fallos judiciales en algún momento incidió en el 
temperamento de los Directores de ANTEL en alguna medida. No lo digo sólo desde la perspectiva de los 
créditos laborales y de lo que eso pueda llegar a representar -como aquí se manejó- en términos de la 
millonaria suma que puede llegar a conformarse en la medida en que la jurisprudencia, como es previsible, se 
mantenga en los términos en los que se viene pronunciando. Esa sería una visión economicista del conflicto, 
pero también me interesa la perspectiva de los conceptos, de los contenidos. Se supone que las sentencias 
reconocen créditos laborales a partir de otro reconocimiento más importante, y es que ustedes son 
trabajadores del Ente. Se entiende que al ser trabajadores del Este -se entiende- tienen similares derechos a 
los demás funcionarios. Creo que eso les otorga, claramente, una cierta estabilidad laboral que no tienen, por 
ejemplo, los trabajadores privados, guste o no, más allá del alcance del concepto de la inamovilidad de los 
funcionarios públicos, pero en parte también por dicho concepto. 


Pero frente a eso, frente al reconocimiento de un derecho individual, a la condición de trabajador con derecho 
laboral, ¿en ningún momento ustedes advirtieron que los negociadores de ANTEL cambiaran de tesitura, 
modificaran su posición recientemente? Hago esta pregunta porque hay sentencias que son bastante 
posteriores al inicio del conflicto y al presunto acuerdo que se dio en determinado momento. ¿Después de eso 
tampoco hubo la más mínima modificación en la actitud? Esa es la pregunta concreta que quiero realizar 
porque me parece que es relevante teniendo en cuenta que ANTEL no es una empresa privada, ni es 
propiedad de sus ocasionales Directores. Por lo tanto, la perspectiva de la deuda que se pueda generar es un 
tema pecuniario, y de acuerdo al artículo 24 a la Constitución, puede entrañar la responsabilidad patrimonial 
de los Directores. Esa es una perspectiva. La otra es que el desconocimiento de derechos laborales para un 
administrador público, sin ninguna duda, puede ser causa de responsabilidad política. Por eso me interesa 
saber en qué medida el Directorio de ANTEL, sus negociadores, voceros o representantes, frente a una 
sentencia de esa magnitud en los dos aspectos, mantuvo la tesitura o, por lo menos, advirtió que como 
administrador público debía prestar alguna atención al pronunciamiento de la Justicia. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Nosotros somos conscientes de la existencia de esa ley, porque cuando 
comenzamos este proceso vimos que se había regularizado a gente -que merece trabajar; todos lo 
merecemos- a la que se le exigía menos requisitos que a nosotros, habiendo una tercerización por medio 
o un patrón. Los redactores de la ley nos dijeron que si en ese caso se aprobó una norma porque esas 
personas no estaban amparadas, en nuestro caso con más razón, pero el Directorio igualmente siguió 
sosteniendo sus argumentos, aunque no el Gobierno. Lo que nosotros buscamos es que el Gobierno 
haga cumplir lo que dispuso y nos expresó y que ANTEL parece no comprender. Para nosotros ANTEL 
es como un país aparte en lo relativo a leyes Yo nos soy abogado y no sé si es delito o no -si tengo que ir 
preso, iré-, pero para mí es chantaje que me vengan a decir: "No te pago para atrás y te sigo dando 
laburo para adelante por un año". Reitero, si tengo que ir preso, iré, pero si de aquí en más todos los 
empleadores del país van a decir: "Lo que generaste para atrás me lo sacás y te sigo dando dos meses 
de laburo para adelante", no lo entiendo. 


El Directorio no tiene voluntad para transar y buscar un equilibrio para que los dos salgamos bien parados y 
no se dañe lo que en parte también es nuestro. En su oportunidad, le dijimos al Directorio que para nosotros 
ANTEL era más nuestra que del Directorio porque somos trabajadores de ANTEL desde hace muchos años, 
somos abonados a ANTEL y somos uruguayos, y ellos están cumpliendo una función, están manejando el 
Ente. Sin embargo, nosotros le expresamos nuestra voluntad de llegar a un acuerdo. En diciembre pasado, a 
los compañeros de SUTEL y a sus asesores le manifestaron que la demanda iba en camino -iban todas al 
mismo Juzgado- y no entendían cómo no se buscaban los caminos para llegar a una solución. Nosotros le 
dijimos al Directorio que lo que estamos haciendo, en parte, es un favor, porque convencimos a todos los 
trabajadores de una suspensión de nueve meses, teniendo en cuenta que se venían más fallos a favor de los 
trabajadores. Además, seguimos expresándole nuestra voluntad de no cobrar el 100% de los dineros. En aquel 
momento se habló hasta de cobrarlo en cuarenta cuotas y de que saliera bajo cualquier concepto porque tenía 
que haber una forma de destrancar esta situación, pero se negó siempre. 


El lunes posterior a semana de turismo el Directorio nos recibió junto a los compañeros del PITCNT. En esa 
oportunidad concurrimos con la idea de que los fallos de febrero y marzo, en los que se cambia el concepto 
de "empleador destajista" a "empleador mensual" y se otorga el 100% de los montos -que hoy no están en 
discusión, sino esa variación de "empleador destajista" a "empleador mensual", que es lo que pudo apelar 
ANTEL, y sobre lo que hay antecedentes en la Suprema Corte de Justicia, que no va hacia atrás- iban a hacer 
cambiar de posición al señor Rigoir -que estuvo presente en muchas reuniones-, y que de una vez por todas 
iba a entrar en razón, ya que el que le va a pasar la factura le está diciendo que va a cobrar menos y está 
dispuesto a encontrar una solución. Pero cuatro o cinco veces se nos manifestó que en lo que sí estaba en 
falta, y nos pedía disculpas, era que el Directorio prometió que en diciembre iba a hacer el llamado público y 
no lo había podido llevar a cabo debido a que un funcionario de la oficina de recursos humanos se había 
demorado con unos trámites. Esa fue la contestación. Nosotros, sinceramente, pensamos que al ver cómo se 
estaba dando el panorama -la Justicia fallaba de esa manera y no se trataba solo de ilusiones nuestras- la 
respuesta iba a ser otra, pero parece que los integrantes del Directorio no tomaron en cuenta lo que determinó 
la Justicia. Nosotros nunca pensamos que con el resultado de los fallos nos fueran a decir eso. Es más, en 
algunos medios hemos escuchado al doctor Carvalho diciendo que no va a pagar; entonces, solo faltaría que 
tampoco le haga caso a la Justicia, ya que no le hace caso al Gobierno ni a los sindicatos y no presta oído a 
los reclamos de los trabajadores ni de los abonados, que hace quince días que están sin servicio. De esto 


último la culpa no es nuestra porque creo que todos sabemos que tanto en ANTEL como en UTE ha 
cambiado el sistema de trabajo hacia el cliente. En ANTEL nosotros estamos segurísimos -tenemos sobradas 
muestras de ello- de que con nuestro ingreso y con el trabajo del resto de los funcionarios la empresa ha 
alcanzado una mayor eficiencia. Actualmente en dos horas se atiende un reclamo y cuando yo ingresé los 
diferentes trámites de los reclamos llevaban diez o quince días. 


Entonces, lo que siempre se nos ha dicho es que como entramos de una manera irregular no vamos a poder 
seguir llevando a cabo nuestro trabajo, y nosotros seguimos sosteniendo que se aprobó una ley para 
regularizar la situación de todos aquellos funcionarios que ingresaron de una manera irregular. Si el vínculo 
de estos trabajadores no se transformó en algún momento, esto debe ser solucionado mediante el artículo 7* 
de la Ley de Presupuesto, pero ANTEL dice que no porque la relación entre las partes nunca se desvirtuó, 
pese a todas las rebajas, a las nuevas regulaciones ocurridas durante los Directorios anteriores y el actual, a 
los cambios de horario y de sistema. Ellos dicen que si estuvieran todos esos contratos que alegan que 
nosotros firmamos de puño y letra y siguen vigentes, hubiesen ganado todos los fallos judiciales, porque si 
hubiera un contrato, una unipersonal o una empresa facturando a ANTEL la justicia no fallaría a favor de los 
trabajadores. 


SEÑOR OLIVERA.- En el fallo judicial lo primero que se resuelve es que somos trabajadores. De 
acuerdo a eso es que se da lugar al cobro de los haberes reclamados, y en la sentencia está aclarada 
nuestra situación laboral y la regulación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría está fotocopiando todo el material: las sentencias, los 
telegramas colacionados, etcétera. 


Agradecemos la presencia de la delegación de trabajadores del sindicato de guardahilos de ANTEL. Nos 
mantendremos en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de trabajadores del Sindicato de guardahilos de ANTEL) 


(Ingresan a Sala miembros del Directorio de ANTEL y asesores) 


——La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la ingeniera María Simon, Presidenta 
del Directorio de ANTEL; al doctor Edgardo Carvalho, Vicepresidente; a la contadora Gladys Uranga, 
Gerenta de División; al ingeniero José Saldías, Gerente General, y a los señores Miguel Alvez y Juan 
Rigoir, asesores. 


Agradecemos que estén aquí, en la Comisión. Quiero aclarar que quizás algunos de los colegas que integran 
la Comisión en algún momento se tengan que retirar debido a que estamos sesionando en forma 
extraordinaria a causa del cambio que debimos operar en el día de ayer, y coincidimos con el funcionamiento 
de otras Comisiones que ya estaban previstas. 


El tema que hoy nos convoca es la situación de los guardahilos de ANTEL. Esta Comisión recibió 
anteriormente a una delegación de dichos trabajadores y les haremos llegar la versión taquigráfica. Tenemos 
aquí algunos elementos que ellos han planteado y nos interesa conocer la situación funcional de estos 
trabajadores. Sabemos que también hay reclamos laborales y nos interesa conocer vuestra opinión al 
respecto. 


A su vez, nos gustaría que antes de retirarse nos dieran un informe aunque sea pequeño acerca del conflicto 
que se está desarrollando, y nos consta que vuestra tardanza se debe a que estaban en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. Queremos saber de primera mano si hubo un acuerdo o un preacuerdo. 


SEÑORA SIMON.- En primer lugar, quiero pedir disculpas por haber llegado tarde. Estamos al límite 
de lo admisible y lo sabemos, pero estaba desarrollándose una difícil negociación que llegó a un 
preacuerdo en el que se toman las condiciones que básicamente había ofrecido el Directorio de ANTEL 
en su momento. Tal vez fue necesario un tiempo de comprensión, de reflexión; sería deseable que las 
cosas hubieran ocurrido de otra manera, pero hemos llegado a un preacuerdo mediante el cual los 
cuarenta contratados a término que había en el call center son contratados por la empresa ACCESA, 


que ya está operando, y quedan en las mismas condiciones que los quinientos que eran anteriormente 
provistos por empresas intermediadoras de mano de obra, sin merma de su salario ni cambio de sus 
condiciones de trabajo. Este es el preacuerdo. 


Por otra parte, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se seguirá implicando en mantener reuniones 
periódicas, simplemente para organizarlas y para garantizar que se cumplan. 


Asimismo, si bien esto no forma parte del preacuerdo, por nuestro lado, sabiendo que muchas de estas 
personas están especialmente calificadas, vamos a reestudiar sus posibilidades de desempeñar otras funciones 
dentro de la nueva empresa, que está necesitando gente en su departamento contable, su departamento de 
personal, etcétera. Pensamos que entre ellos hay personas capaces. Por el momento quedan desempeñándose 
con las mismas condiciones, con el mismo salario y como empleados de ACCESA. 


Agradezco el interés manifestado por la Comisión en un conflicto que todos deseábamos que se superara en 
forma razonable. Todos deseamos siempre que los conflictos se puedan resolver y la política es tal vez el arte 
de manejar los conflictos. 


Con respecto a los guardahilos voy a permitirme hacer una brevísima introducción, inclusive sobre la 
existencia de estos trabajadores. El guardahilos empezó siendo un personaje absolutamente del medio rural. 
Eso pasa también en otras empresas: cuando la carga de trabajo es muy baja y no justifica tener un empleado 
propio, se contrata a una persona que viva en la zona. Por ejemplo, la Dirección Nacional de Hidrografía 
tiene personas para medir el nivel de los embalses, a quienes se llama coloquialmente los "escaleros", porque 
miden las escalas. Esa tarea no justifica tener un funcionario. 


En nuestro caso, estos contratos preexistían desde hacía mucho tiempo -en este momento no recuerdo cuándo 
surgen los primeros guardahilos rurales- y era gente que recorría las líneas, en general a caballo, 
comprobando su estado y haciendo reparaciones cuando era necesario. Normalmente se ocupaban de las 
líneas largas. 


En determinado momento, creo que en la década del setenta, aparecen los primeros contratos y surge la figura 
del guardahilo urbano que, en cierto modo, es bastante diferente. Sin embargo, se toma el mismo contrato 
que, por ser tan antiguo, no estaba de acuerdo con las instituciones de la época. Es un contrato del momento 
en que en este país no existían las unipersonales ni muchos de los institutos que ahora usamos para este tipo 
de funciones. Entonces, se aplica un contrato que provenía de otra época a personas que estaban destinadas al 
mantenimiento de lo que son las líneas, pero ya no necesariamente hilos en el sentido clásico de hilos aéreos, 
sino que también puede ser lo que nosotros llamamos planta externa, es decir, líneas, pares de cobre 
enterrados. Estas personas reparan y, eventualmente, instalan servicios de tipo urbano y existen 
exclusivamente en el interior del país, incluyendo el departamento de Canelones. 


Se firma con ellos un contrato de trabajo, del que tenemos copia. A nuestro juicio y al de todos los juristas 
que lo han visto, es un contrato entre partes que se comprometen con determinadas obligaciones; por parte 
del guardahilos, cumplir determinadas tareas, proveer locomoción, hacerse cargo de su seguro. Es decir, tiene 
características que recuerdan a las unipersonales, pero no recuerdo que esta palabra esté citada en el contrato. 
En todos los casos, estas contrataciones se hicieron sin que mediara ningún llamado abierto. Este es un 
detalle importante; a nuestro juicio, muy importante. 


Estos contratos se han renovado automáticamente durante muchos años, llegando inclusive al orden de los 
veinte años. Después, mis colaboradores pueden dar números más exactos 


Hay una cantidad de doscientos doce trabajadores, distribuidos en distintas localidades. Tenemos aquí 
información de los lugares en donde están. Cobran salarios que, grosso modo, oscilan entre los $ 30.000 y $ 
40.000, algunos un poco más y otros un poco menos dependiendo de la zona y de la cantidad de abonados 
que tengan a su cargo, incluyendo todo concepto. 


En el contrato, hecho en forma discrecional, se establecen algunas condiciones que no son razonablemente 
cumplibles, como una cantidad de horas de servicio que es muy alta. En realidad, nunca se cumplió 
efectivamente. 


Además, como debían brindar ese servicio durante todos los días del año, se permite la posibilidad de 
nombrar un sustituto que debe ser aceptado por ANTEL. Esta posibilidad se utilizó mucho más de lo que 
estaba previsto y, en muchos casos, el que se desempeña normalmente es el sustituto, con lo cual se produce 
un fenómeno de subcontratación -por así decirlo; quizás no esté utilizando el término jurídico exacto- por 
muchísimo menor salario en todos los casos que conocemos. Hemos recibido a varios que están haciendo 
efectivamente el trabajo, en general jóvenes egresados de UTU, reclamando ser el titular del contrato. 


Después de estudiar mucho la situación, porque evidentemente es muy complicada, ANTEL ha decidido 
realizar un llamado a contratos de trabajo, que ya tiene bases establecidas y que divide al país en zonas 
dependiendo de la cantidad de abonados que tiene que atender la persona. Estos contratos de trabajo ahora sí 
son personales, personalísimos. Ya no existe la posibilidad de un sustituto. En todo caso, de eso se encargará 
la empresa, como tiene que ser. Donde se precisan nueve, contratará diez o exigirá o solicitará un esfuerzo 
suplementario cuando exista alguna circunstancia especial, cuando se organicen las vacaciones o ante las 
diferentes eventualidades que puedan surgir a fin de que se mantenga la continuidad del servicio. 


Al mismo tiempo, se establece un horario acorde con lo que debe ser, es decir, una jornada laboral de ocho 
horas. Además, se pondera en forma muy importante la experiencia del trabajo hecho correctamente, o sea, la 
experiencia calificada. En este caso, evidentemente, se podrán presentar y tendrán una fuerte ventaja aquellos 
guardahilos que trabajaron efectivamente o, eventualmente, sus sustitutos si trabajaron efectivamente. 
ANTEL sabe quiénes son y cómo trabajaron. La experiencia calificada es un elemento importante y a favor 
que da gran seguridad a los que actualmente trabajan porque no tenemos ninguna intención que no sea la de 
fijarnos en otra cosa que en la capacidad de hacer el trabajo correctamente. No queremos hacer influir ningún 
otro factor de la historia. 


Por otra parte, hay algunas condiciones excluyentes como, por ejemplo, la edad, la formación u otras que, en 
caso de haber experiencia laboral positiva, quedan eximidas. Es decir que si alguien estuvo haciendo el 
trabajo correctamente prueba que, de alguna manera, adquirió la capacitación, aunque no sea egresado de 
UTU. Para los nuevos que se presenten sí se exige calificación, pero modesta, formación básica en 
electrónica, electrotecnia, electricidad, experiencia en mantenimiento de redes de servicios telefónicos, 
instalaciones eléctricas, televisión cable o similares para ampliar el espectro y hacerlo lo más democrático 
posible, exigiendo una capacitación mínima. Como digo, los que están trabajando se supone que por la vía de 
haber trabajado bien, prueban que tienen esa experiencia 


Entonces, la situación en estos momentos es esa. Se ha aprobado el llamado para contrataciones a término de 
cargos que se denominan de técnico instalador reparador de redes y equipos de redes de acceso. La red es la 
parte de cables; el acceso eventualmente puede ser el terminal de ANTEL en el domicilio del abonado. Son 
personas que pueden entrar a la casa de los clientes para atender hasta el punto de conexión. No atienden los 
aparatos dentro de la casa como tampoco se atienden en ninguna circunstancia porque se entiende que son 
propiedad de cada permisario. 


No sé si con esto doy una visión general suficientemente clara, como para empezar; tampoco quiero que sea 
demasiado extensa. 


SEÑOR CARVALHO.- Además del tema de la continuidad de las fuentes de trabajo que, en opinión de 
la empresa, está resuelto después de una larga negociación en la que participaron el sindicato que 
representa a estos trabajadores, el PI-CNT, la Dirección Nacional del Trabajo y jerarcas de ANTEL, 
acordamos una fórmula para la redacción del llamado -que es imprescindible hacer desde el punto de 
vista legal para contratar a estas personas- que satisfacía a todas las partes que estaban presentes 
alrededor de la mesa. Sin embargo, eso no soluciona todos los problemas pendientes. A mi juicio, 
soluciona el problema que se plantea como más trascendente o más importante, que es el de dar 
garantías para la continuidad de la fuente laboral. 


Yo puedo relatarles la evolución del Directorio de ANTEL en esta materia desde que se planteó el tema y 
cómo, en aras de buscar una solución negociada, el Directorio fue modificando sus posiciones originales que 
incluían, por ejemplo, la necesidad de reducir el número de guardahilos. De acuerdo con la situación actual 
de la empresa y con la cantidad de clientes de telefonía fija en ciertas zonas de Uruguay, podría ser necesario 
un redimensionamiento que redujera cierto número de puestos de trabajo. Esta posibilidad se abandonó y nos 
comprometimos a mantener y conservar el número de personas que estaban cumpliendo funciones como 


guardahilos. Asimismo, nos comprometimos a hacer un llamado abierto a méritos y antecedentes basado en 
la Ley N* 17.556, jornada laboral de 8 horas, licencia anual, seguro de enfermedad y beneficios sociales. 
Renunciamos a la posibilidad de cubrir estas tareas con personal propio de ANTEL, cosa que podíamos hacer 
porque en ciertas zonas hay exceso de personal de ANTEL, y nos comprometimos -era lo más importante 
para estos trabajadores- a que en las bases del concurso se tuvieran especialmente en cuenta los antecedentes 
de servicios prestados a la empresa e, inclusive, suprimimos el carácter eliminatorio de la prueba 
psicotécnica. Además, nos comprometimos a que a partir del nuevo llamado los contratados recibirían 
remuneraciones iguales a las que perciben los funcionarios de ANTEL que realizan tareas similares, así como 
a abonarles compensaciones por el uso de vehículos de su propiedad. 


Sin embargo, queda planteado un tema muy importante entre una parte de estos trabajadores, para ser exacto, 
127 de un total de 212, quienes han iniciado demandas contra ANTEL reclamando supuestos créditos de 
naturaleza laboral por un monto que a la fecha de las demandas asciende a $ 579:370.663. En un rápido 
cálculo -que tal vez puede estar equivocado-, sería una cifra cercana a los veinticuatro o veinticinco millones 
de dólares, a la que debemos agregar los intereses durante el transcurso del juicio, las compensaciones por 
daños y perjuicios que podrían recaer si se estimase que se trata de créditos laborales. Además, está la actitud 
que podrían adoptar quienes todavía no han reclamado. 


Esto permite a la empresa situar el riesgo derivado de este tipo de reclamaciones entre los treinta y los 
cuarenta millones de dólares. Si todos reclamaran, el riesgo estaría, probablemente, cerca de los cincuenta 
millones de dólares. Evidentemente, hay una actitud diferente entre el personal. Un número importante de 
trabajadores continúa desarrollando sus funciones normalmente, no ha reclamado, y se atiene al contrato que 
en su momento firmó la empresa de buena fe con estos trabajadores y que fue cumplido durante décadas sin 
que se formulase ninguna clase de reparo a su naturaleza ni a la retribución que estaban percibiendo. Durante 
décadas estos trabajadores cumplieron sus obligaciones derivadas del contrato estrictamente en los términos 
en que estaba planteado. 


Desde el punto de vista de la empresa, esto, además de otra serie de argumentos de orden jurídico, 
deslegitima totalmente la pretensión de que alguien que firmó un contrato reconociendo que no era 
funcionario de ANTEL y lo ejecutó en los términos en que había convenido durante muchos años pueda un 
día descubrir de una manera sorpresiva que su verdadera condición durante todos esos años fue la de 
trabajador dependiente, y por consiguiente, presentarnos una reclamación que estaría oscilando para cada uno 
de ellos entre doscientos y doscientos cincuenta mil dólares. 


Con respecto a este tema, nuestra posición es terminante. El Directorio, la Asesoría Letrada y la Sala de 
Abogados de ANTEL entienden que no les asiste razón. Hemos contestado las demandas oponiéndonos a esta 
reclamación con fundamentos muy variados, el primero de los cuales es el texto del Decreto-Ley que 
estableció el Estatuto del Funcionario de ANTEL e hizo exclusiones expresas en cuanto a la condición de 
funcionario. Es el Decreto-Ley N* 15.709, cuyo artículo 2” establece que los becarios, los agentes de 
telecomunicaciones y los arrendadores de obras o de servicios -exactamente la condición de los guardahilos- 
cuya actividad tiene características especiales, se regularán por lo establecido en las reglamentaciones, 
contratos o convenios respectivos. 


A este mandato de carácter legal se agrega el hecho de que, como decíamos, los contratos fueron cumplidos 
de manera totalmente regular, sin dar lugar a ninguna reclamación durante muchos años. Son contratos que 
prevén, por ejemplo, algo que es absolutamente contrario a la relación de trabajo que establece este contrato 
que no admite la relación "intuito personae" en la medida en que el guardahilos, cuando no pueda trabajar o 
no quiera hacerlo, presenta a ANTEL un sustituto. En ese caso, si las condiciones que presenta son 
aceptables, otra persona -no el trabajador que firmó el contrato-, lo sustituye. Es una situación que se ha dado 
durante muchos años. 


A ello se agrega la utilización de su propia locomoción, la obligación de contratar su propio seguro, etcétera. 
Son todos elementos que en opinión de la Sala de Abogados de ANTEL y de sus Directorios, inclusive, del 
anterior, que tuvo que enfrentar las primeras reclamaciones, establecen claramente que no están asistidas de 
razón ni se ajustan a derecho. 


Naturalmente, el devenir de las distintas reclamaciones ante distintas magistraturas ha tenido una suerte 
diversa. En algunos casos, tiene autoridad de cosa juzgada; solo ha pasado una sentencia por la cual ANTEL 
fue condenada a indemnizar a dos guardahilos de Paso de los Toros, departamento de Tacuarembó. Es un 


caso al que asignamos relativa importancia por el hecho de que ANTEL fue declarada en rebeldía. La 
notificación de esa demanda no fue entregada a las autoridades correspondientes de ANTEL en el plazo 
debido, lo cual dio lugar a un sumario a los jerarcas de la oficina y a la funcionaria que había recibido la 
citación. Pero, bueno, son historias viejas. Lo cierto es que fuimos declarados en rebeldía, perdimos y 
tuvimos que pagar a dos señores aproximadamente US$ 150.000 a cada uno. 


Dadas esas circunstancias, la opinión del Directorio de ANTEL -no tengo dificultad en manifestarlo 
públicamente ante los miembros de la Comisión- es que la situación que se plantea tiene todas las 
características de aquellas que requieren una solución legal. Tenemos personas exactamente en la misma 
situación, desempeñando las mismas tareas, bajo un mismo régimen jurídico y de acuerdo con un mismo 
contrato; algunas de ellas nos reclaman y los Jueces rechazan su reclamo; otras nos reclaman y los Jueces, en 
primera instancia, aceptan su reclamación. Por otra parte, tenemos un número importante de trabajadores que 
sigue cumpliendo de buena fe lo que firmaron en su momento y no reclaman nada. De manera que se plantea 
una serie de contradicciones en un colectivo de doscientos trabajadores que, a mi juicio, no proponen una 
solución coherente al tema de fondo: si eran o no trabajadores dependientes de ANTEL y si la condición 
jurídica que asumían da lugar a las reclamaciones que están formulando en este momento. 


Estamos en una situación extremadamente compleja y la solución debe venir por el lado de la ley. La 
solución debe tener carácter general y ser adecuada y razonable para esta situación que se plantea, desde 
nuestro punto de vista, a raíz de hechos que ocurrieron hace muchos años y que representa para la empresa un 
riesgo financiero que no estaba y no está previsto. Para hacer frente a esto la empresa debería, naturalmente, 
aumentar sus tarifas porque no tiene reservas para encarar este tipo de contingencias, con la consecuencia que 
ello tendría desde el punto de vista de la repercusión en el conjunto de trabajadores de ANTEL que realizan 
tareas exactamente iguales y que no sabemos cómo reaccionaría en caso de que la empresa tuviera que 
abonar de 30 a 40 millones de dólares a estos 126 trabajadores que han reclamado, o 40 o 50 millones si 
adhirieran a la reclamación los que aun no lo han hecho. 


Por lo tanto, los administradores de la empresa pública vamos a sostener -como lo hemos hecho, de acuerdo 
con nuestra Asesoría Letrada- que esta reclamación no tiene fundamento, y vamos a resistir judicialmente lo 
que se nos reclama porque entendemos que no es correcto. Sin embargo, no podemos ignorar el hecho de que 
hay sentencias contradictorias y situaciones diversas planteadas dentro de este colectivo. Lo más razonable es 
que situaciones iguales reciban un tratamiento igual, de acuerdo a la ley y al principio de justicia y equidad, y 
realmente creemos que la solución -así lo hemos hecho saber a nivel del Gobierno- debe buscarse por la vía 
de la sanción de una norma legal y no dejarla librada a criterios que pueden ser distintos, aunque todos ellos 
puedan tener su fundamento. Lejos está de mi ánimo criticar las sentencias condenatorias; cada Magistrado 
del Trabajo tiene derecho a aplicar en la forma que crea conveniente los principios del derecho del trabajo. 
Indudablemente, toda esta situación confluye en algo que no sé si alguien había pensado alguna vez que 
podía ocurrir, y el caso es que nos toca a nosotros enfrentar esta situación, que presenta casos tan 
contradictorios que solo la autoridad de la ley puede zanjar definitivamente un problema que, de lo contrario, 
se va a arrastrar durante años y que, naturalmente, para la empresa y para la sociedad representa un riesgo 
financiero importante. 


Para ser absolutamente franco, quiero aclarar que el llamado para provisión de los cargos de guardahilos -hoy 
denominados mucho más técnicamente, como señaló la señora Presidenta- establece como condición que las 
personas seleccionadas, al momento de ingresar a prestar tareas en ANTEL, no deben tener pendientes 
reclamaciones de clase alguna contra la empresa. Creemos estar plenamente habilitados a establecer esta 
condición por un principio de razonabilidad, de equidad y de confianza hacia la empresa. Hemos consultado 
a asesores internos y externos, que nos han dicho que es absolutamente razonable, por lo que creemos que 
esto está dentro de nuestras posibilidades legales. Además, desde el punto de vista de la empresa, es la única 
solución lógica a la situación que se ha planteado. 


Se nos pidió que garantizáramos la fuente de trabajo y así es, pero no se nos puede pedir que aceptemos 
pagar decenas de millones de dólares que la empresa cree no deber, que no fueron reclamados nunca a otros 
Directorios y que ahora recaen sobre la responsabilidad financiera y administrativa que tenemos los 
Directores de ANTEL como gestores de la empresa. En ese sentido hemos establecido esa condición, 
naturalmente, sujeta a las opiniones favorables o discrepantes y a las consecuencias judiciales de quienes 
quieran realizar una impugnación. Tenemos dictámenes de Profesores de Derecho del Trabajo que avalan 
nuestra posición y estamos convencidos de que es una posición legítima. En base a la libertad de 


contratación, la empresa puede y debe contratar a aquellas personas que reúnan las condiciones que, a su 
juicio, son necesarias para cumplir con determinada tarea. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero hacer una pregunta respecto de algo que expresó en la última frase 
el Vicepresidente de ANTEL, y de la respuesta que brinde, dependerá el razonamiento que podamos 
hacer. 


Se dice que, a cambio de no ir a juicio, se les estaría asegurando la estabilidad laboral. Me gustaría saber a 
cuántos años se refieren con estabilidad laboral. 


SEÑOR CARVALHO.- Es la estabilidad laboral que podemos ofrecer de acuerdo con la Ley _N* 17.930, 
sancionada el año pasado, que nos autoriza a realizar llamados para contratación de personal sobre la 
base de contrato de trabajo a término por un año, prorrogable. No habría inconveniente en manifestar 
ni en documentar por escrito que, en la medida en que el trabajador contratado a partir de este 
llamado tenga un comportamiento correcto, su contrato se prorrogue todo lo posible. No hay discusión 
alguna respecto a que se prolongaría más allá de tres años. Creo que es así. 


SEÑORA SIMON.-- Sí. 
SEÑOR LACALLE POU.- La respuesta es la que conocimos a través de los guardahilos. 


Celebro que haya venido el Directorio de ANTEL diciendo que acaba de solucionar un conflicto que a todos 
preocupaba, pero noto una diferencia sustancial entre el tratamiento de un conflicto y otro. Se ha sido 
claramente discriminatorio con algunas personas y me consta que algunos miembros de ANTEL señalan que 
han entrado en condiciones que ellos no comparten. Me gustaría que se hiciera un análisis de cuántos 
funcionarios públicos en Uruguay han entrado por concurso, y así veríamos que el 80% no puede estar, no 
tienen derechos o igualdad en el trato por no haber entrado por concurso. 


Quiero formular algunas preguntas y después realizar un razonamiento que estoy seguro que podemos 
compartir. 


Tengo un telegrama, de fecha 18 de noviembre de 2005, que dice lo siguiente: "De: Sector Planta Externa 
Canelones.- PARA: Supervisores de Planta Externa.- De acuerdo a lo informado por la Superioridad, luego 
de consultada la Asesoría Letrada, los agentes guardahilos contratados no tienen la posibilidad de solicitar 
Licencia Gremial (y por tanto no cumplir con las tareas para las que fuera contratado) como lo hacen los 
funcionarios que son delegados gremiales". El párrafo que sigue es el que más me preocupa: "La licencia 
gremial no es un beneficio del funcionario, sino una concesión que la Autoridad competente hace a un 
gremio, incluida en la firma de un convenio, tales son los casos de SUTEL y CIPA.- Notificar lo antes 
expuesto a los agentes guardahilos contratados.- Ing. Carlos Abalde". Me gustaría saber si el Directorio 
comparte este último párrafo. 


Por otra parte, quisiéramos saber si existe la posibilidad de que en el llamado que hace ANTEL se presente 
una empresa única a cubrir todos los puestos de trabajo. Es un rumor, y como no me puedo manejar en base a 
rumores, prefiero que quede establecido en la mesa de trabajo de la Comisión si ello es posible o no, porque 
les consta que esta versión taquigráfica será leída por al menos 212 personas. En algún momento escuchamos 
decir al Vicepresidente del ente que los juicios en el caso de ANTEL el Estado los iba a ganar. Las últimas 
sentencias no han dado la razón a esta afirmación, y se nos comentaba recién la posibilidad de que ANTEL 
tenga que pagar aproximadamente US$ 30:000.000, que no salen del bolsillo de ninguno de los que estamos 
acá, salen de tres millones y medio más, que somos los que pagamos. Entonces, cuando uno dirige un 
organismo como este debe tener en cuenta que circunstancialmente está en una empresa a la que todos 
aportamos para que siga subsistiendo, a pesar de las dificultades de las nuevas tecnologías. 


Por un lado, tenemos la Ley de Presupuesto, que según nuestro punto de vista habilita a que los 
"funcionarios" -entre comillas, como los tenemos que llamar hasta el momento-, agentes guardahilos que 
trabajan para ANTEL, puedan tener una condición distinta con relación al ente. Es más: en estos días se están 
discutiendo fuertemente unas idas y venidas que se han generado en un proceso con quinientas personas que 
trabajan en otra modalidad prestando servicios para ANTEL. 


Yo dije que esta gente está siendo discriminada, y voy a hacer una pregunta que puede parecer menor. Se nos 
dice por parte de los guardahilos -y también lo leímos en la prensa-, que ANTEL en estos días, en una 
ocupación bastante "sui generis" que están haciendo ellos y sus familias acampados en una explanada que 
tiene el edificio de la torre de ANTEL, no les ha dejado ingresar a los baños públicos que tiene el moderno 
edificio que ocupa el Directorio. 


Redondeando, porque no se trata de preguntas menores, quiero estribar en lo que el Vicepresidente dijo. 
Según su opinión, no existe un marco legal -con lo que nosotros no estamos de acuerdo, pero sigamos su 
razonamiento- y se manifiesta en cuanto a la necesidad de que exista ese marco legal para que estos agentes 
guardahilos tengan otra figura de dependencia contractual con la empresa de telecomunicaciones. Quiero 
saber si está hablando en nombre del oficialismo, porque si esa visión que tiene el Vicepresidente de ANTEL 
es la del Frente Amplio, creo que tendríamos solucionado el tema en cuestión de días, porque aquí alcanza 
con que la oposición esté de acuerdo en encontrar una figura -como se ha encontrado para otros organismos, 
como OSE, CREDIMAT, y tantos otros- para que este problema se termine en un instante. Quiero saber si las 
palabras del Vicepresidente son las del Frente Amplio o es una iniciativa personal, porque estamos dispuestos 
a tratar de convencer al partido político que representa de que se haga efectiva. 


Dios quiso que este Directorio tenga esta situación, justa o injusta. Con el tiempo, alguien se dio cuenta de 
que el contrato era irregular y por eso accionó, y ahora están frente a una situación en la cual el ente 
autónomo puede llegar a tener que pagar hasta US$ 30:000.000. El hecho de destinar esa cantidad de dinero - 
siempre hay que tenerlo presente porque, reitero, muchos uruguayos no se dan cuenta de que la plata de las 
empresas públicas es de todos- haría que la empresa se viera bastante comprometida en lo que son sus 
ingresos. Por otro lado, existe la posibilidad de que estos agentes guardahilos sean asimilados a la empresa, 
cosa bastante menos onerosa que este juicio. 


Entonces, si tenemos la posibilidad legal de solucionar el tema y, por otra parte, la de afrontar este juicio, no 
entiendo por qué el Directorio de ANTEL insiste en discriminar a esta gente que -estoy convencido y por eso 
lo digo acá- no le gusta o no le conforma por la forma en que ingresaron o porque cree que están claramente 
afiliados a partidos políticos distintos a los que gobiernan hoy el país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de que responda la señora Presidenta de ANTEL, quisiera manifestar 
al colega Diputado Lacalle Pou que esta Comisión le ha permitido participar y que tenemos un 
mecanismo de funcionamiento en el planteo de las intervenciones que quizás él desconoce porque no es 
miembro de la Comisión. Le pido que se acote al tema para el cual ha sido citado el Directorio de 
ANTEL. Si el señor Diputado quiere hacer algún planteamiento con relación a la fuerza política de 
Gobierno, haremos los planteos donde corresponde. Acá se citó al Directorio de ANTEL para hablar de 
la situación de los guardahilos. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy en uso de la palabra. Si quiere, lo anoto, y si la Comisión está de 
acuerdo, como lo establece su Reglamento, se le concederá la palabra. 


En relación al tema de los guardahilos, que estuvieron anteriormente, ya que van a responder a algunos de los 
planteos que hizo el señor Diputado Lacalle Pou me gustaría plantear algunas interrogantes. 


Aquí se manifestó que el interior hace más de quince días está sin servicio debido a la situación de conflicto 
con los guardahilos. 


Por otra parte, pregunto sobre el planteo que realizaron los trabajadores en cuanto a que se estaría 
violentando o no cumpliendo la ley de fuero sindical con relación a su actividad. Aquí se dijo que para asistir 
a esta Comisión se les aplicaba el descuento del jornal correspondiente, porque no se respeta la ley. 


Por último, también aquí se manifestó -se lo vamos a preguntar al Directorio, pero también al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, en la instancia correspondiente a través de un mecanismo de trabajo que tenemos 
establecido- que el señor Ministro, con su asesor, el señor Loustaunau, habrían dicho que el Ministerio no 
estaría interviniendo en el conflicto con los guardahilos debido a la autonomía de ANTEL. Para nosotros es 
importante tener en cuenta esos elementos. 


Por su orden, tenía la palabra el Directorio de ANTEL, el señor Diputado Lacalle Pou y el señor Diputado 
Cabrera. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite, para contestar una alusión? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No hay alusiones en la Comisión, señor Diputado. Yo le pediría que en el 
momento en que usted va a hacer uso de la palabra, responda a la alusión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Es el mismo Reglamento de la Cámara. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Diputado Lacalle: vamos a tratar de mantener lo mejor posible el 
funcionamiento de la Comisión. Usted está anotado después del Directorio de ANTEL. 


SEÑORA SIMON.- Luego de hacer uso de la palabra, si la señora Presidenta lo permite, voy a pedir al 
señor Vicepresidente, doctor Carvalho, que exponga algunos aspectos de naturaleza claramente legal. 


Creo que algunos de los razonamientos que quiere hacer el señor Diputado Lacalle Pou -y yo quiero razonar 
con él- parten de una base que es errónea, y es la de que estos trabajadores son funcionarios. Estas personas 
no son funcionarios, son contratistas. Entonces, todo lo que se refiere a funcionarios no corre, no está vigente 
para ellos; por ejemplo, la licencia gremial, el convenio colectivo, etcétera. Esa es la diferencia, y si existe 
diferencia es de ese tipo en el tratamiento de distintos casos. De todas maneras, creo que no hay que 
comparar unos conflictos con otros. En todos ellos hemos actuado con la mayor buena fe y tratando de 
preservar la fuente de trabajo, que es lo importante. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señora Presidenta, en este momento se tuvo que desligar, pero 
nos acompañó durante mucho tiempo en las conversaciones con los guardahilos, en una actitud de franco 
esfuerzo por alcanzar un entendimiento. Inclusive, hay acuerdos firmados acerca de la forma que tomaría el 
llamado, sobre todo en ese sentido; y como decía el señor Vicepresidente, hubo elementos de concesión que 
creemos justos, como eximir de ciertas pruebas a quienes estaban desempeñando el trabajo, por entenderse 
que por el hecho de desempeñarlo ya era prueba suficiente, pero evidentemente, eliminando riesgos, porque 
si se presenta una persona mucho más joven, con mayor capacitación, podrían tener una probabilidad mucho 
más alta de perder. 


Entonces, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sí nos acompañó en todo lo que pudo. En este 
momento se retira porque no puede ser la negociación ya que se ha llegado a un punto que no está 
relacionado con el trabajo: el tema de pleitos y validez de los pleitos. De ahí viene la actitud del Ministerio, 
nada prescindente sino todo lo contrario. 


En cuanto a sí se podría presentar una empresa, absolutamente no. En las bases se establece que el contrato es 
personal; inclusive, por un comentario que nos hizo un asesor jurídico se emplea el superlativo 
"personalísimo". No solo no puede presentarse una empresa, sino que tampoco se puede nombrar 
discrecionalmente sustituto; como a veces digo en broma, es como el caso de los emperadores romanos que 
elegían a su sucesor adoptándolo. Esto está excluido. De la continuidad se encarga la empresa. 


Tenemos absolutamente claro que todo el dinero que maneja ANTEL es del Estado uruguayo y, por lo tanto, 
de todos. Entonces, no tenemos el derecho de hacer transacciones, sino, por el contrario, tenemos la 
obligación de defender hasta las últimas consecuencias, con razones que entendemos válidas, todos estos 
casos; precisamente, porque sabemos que esto sale de los bolsillos de todos, que repercute en los gastos de 
todos y en la eficiencia de la empresa. 


Yo no creo que los guardahilos sean discriminados de ningún modo. Al contrario, podríamos decir que en 
algún momento -no quiero referirme al pasado- fueron discriminados a favor. Digo esto ya que ¿por qué se 
ofreció el cargo a estas personas y no a otro vecino de la localidad? Y nos consta que alguna de esa gente no 
tenía las calificaciones suficientes. Entonces, si en algún momento fueron discriminados a favor, no los 
vamos a perseguir, no vamos a hacer caza de brujas, pero sí en algún momento tiene que haber un llamado 
abierto. Repito: no son funcionarios. 


Por otra parte, no se puede hacer un contrato a término sin llamado abierto; eso está claro en la ley. No es 
posible, para ninguna empresa, hacer un contrato a término sin llamado abierto, y las condiciones del llamado 
abierto fueron en todo acordadas. 


Me sorprendió que en algún momento el señor Diputado Lacalle Pou hablara de las dificultades de las nuevas 
tecnologías. Yo creo que, por el contrario, las nuevas tecnologías están favoreciendo a ANTEL y que, 
modestamente, las está usando bien; está aprovechando las nuevas tecnologías. Tal vez, sus dificultades sean 
las de competir con empresas del orden de cien veces más grandes, muchas veces en condiciones de 
desventaja. Es curioso que la empresa pública esté en condiciones de desventaja, pero hasta ahora, hasta la 
promulgación de un nuevo sistema impositivo, paga aproximadamente el doble de aportes al Banco de 
Previsión Social; aun después de la puesta en vigencia del nuevo sistema tributario, seguirá pagando un 
impuesto a la compra de moneda extranjera que las empresas privadas no pagan. Además, tiene mayores 
dificultades en cumplir ciertos procesos, que esperamos sean objeto de la reforma del Estado uruguayo, no 
para que no se cumpla con los controles, sino para que se centren en controles a posteriori y que no dificulten 
la agilidad. 


En cuanto a si estamos hablando en nombre de una fuerza política, quiero decir que, por supuesto, no es así. 
Incluso, nosotros tenemos la prohibición de hacerlo. No puedo dejar pasar esto sin decir: no, evidentemente 
no. 


SEÑOR CARVALHO.- Creo que quedaron algunas respuestas pendientes ante lo que planteó el señor 
Diputado Lacalle Pou. 


Una de las preguntas refería al telegrama de fines del año 2005 que había librado el ingeniero Abalde, 
responsable de una de las zonas del departamento de Canelones. ANTEL tiene una posición definida sobre 
este tema, y fue comunicada a todos los jerarcas. Esa posición consiste en que esas personas son contratistas, 
están vinculadas a la empresa con una relación de derecho civil, como firmaron, pactaron y aceptaron. Por 
consiguiente, siendo contratistas y no trabajadores dependientes de ANTEL, no les es aplicable la licencia 
gremial, por ejemplo. A mi juicio, eso es lo que reflejaba el telegrama del ingeniero Abalde. No sé si los 
términos fueron exactamente precisos -si hubo error o equivocación, sin duda se actuó de buena fe, porque es 
un excelente técnico que goza de toda la confianza del Directorio-, pudo haber error de redacción, pero las 
comunicaciones de las directivas generales del Directorio a los trabajadores en una empresa tan grande, tan 
diversificada y ramificada como ANTEL, en cierta medida quedan en manos de los responsables locales. Si 
el Directorio se hubiera enterado de que alguno de ellos cometió un error, lo habría rectificado, pero por lo 
que recuerdo de lo que se leyó, me parece que hacía una adecuada referencia a que la licencia gremial 
corresponde a los trabajadores que trabajan para ANTEL y no a las personas que están vinculadas al ente 
como contratistas a través del tipo de contrato que suscribieron los señores guardahilos. 


En lo que tiene que ver con la situación del interior del país y con el hecho de que, aparentemente, habría 
muchas líneas sin atención o fallas sin poder resolverse, perjudicando a nuestros clientes, cederé la palabra al 
Gerente General, ingeniero Saldías, quien se informa día a día -no sé si tenemos las cifras acá- de las 
situaciones que se van planteado. 


SEÑOR SALDÍAS.- Con respecto a la situación de no cumplimiento de los contratos de trabajo de los 
guardahilos, actualmente tenemos al 30% de los contratistas cumpliendo con su trabajo. En el caso del 
70% restante, parte lo estamos atendiendo con personal propio, con funcionarios de ANTEL, y en el 
resto, lógicamente, se están notando los problemas de atención en los servicios a los clientes. Se ha 
priorizado, por supuesto, mantener los servicios en aquellos casos críticos como, por ejemplo, 
hospitales, servicios médicos, policía, bomberos, y se ha postergado la conexión de nuevos servicios. O 
sea que podríamos evaluar la situación como de una paralización importante de los servicios de 
reparación, mantenimiento, conexiones de nuevas líneas, pero, de ninguna manera, total en el interior 
del país. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señora Presidenta: a esta Comisión he venido alguna vez; hace ya siete 
años que estoy acá, en la vuelta. En lo que no está especialmente reglamentado en las Comisiones se 
aplica el régimen general, como son las alusiones. Pero, sin ser tan piedeletrista, cuando convoco a una 
autoridad y tengo planteos para formular, siempre dentro del marco del respeto, prefiero hacerlos 


todos directamente en la Comisión. Como no soy de los que después salen a hablar en los medios de 
prensa si no dije las cosas donde tenía que decirlas -creo que no he faltado el respeto a nadie; si lo hice, 
que me lo digan, dándome la posibilidad de disculparme, si así lo creo-, voy a hacer todos los planteos 
que crea pertinente para solucionar la situación que todos tenemos entre manos. 


Por lo tanto, señora Presidenta, pido disculpas a los invitados por el tiempo que insumí con este asunto fuera 
de tema, pero creo que he actuado conforme al Reglamento y a mi manera de proceder. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CABRERA.- Este es un tema complejo, básicamente, porque admite dos lecturas: si los 
trabajadores son trabajadores y están en la égida del derecho laboral o si, como dicen la Presidenta y el 
Vicepresidente del ente, son contratistas -técnicamente no sería el término más correcto, porque 
podrían ser contratistas y estar en la égida del derecho laboral-, que responden a contratos civiles y, 
por ende, no están bajo el régimen de subordinación jurídica, esa es una punta del tema. 


La otra punta es que esta es una empresa pública que define una estrategia empresarial, un plan de negocios, 
objetivos a cumplir por la actual Administración y que tiene un marco jurídico en el cual cumplirlo. Por eso 
es particularmente significativa la primera exposición del Vicepresidente del Ente, doctor Carvalho, pidiendo 
una ley que cambie el marco en el cual se desenvuelve la gestión. Esto me parece sintomático a la dimensión 
del problema: no que cambie la gestión del Ente, sino el marco de regulación. 


Más allá de las consideraciones que tengan los juristas contratados por el Ente, los abogados que estemos de 
este lado y cualquier persona que pueda opinar jurídicamente, el problema es que cuando en nuestro régimen 
las partes no se ponen de acuerdo, el que lauda es un Juez. Esa es la forma civilizada de funcionar de un 
Estado de Derecho. 


Hasta ahora, si bien son sentencias que por su monto admiten casación, en las instancias previas a la casación 
-esto es, en primera y en segunda- las sentencias son condenatorias para el Ente. Entonces, los 
administradores del Ente, las actuales autoridades, tienen un problema concreto: la eventualidad de pagar, en 
el peor de los cálculos, US$ 50:000.000. Yo creo que esa realidad no puede ser obviada en el manejo de este 
conflicto, salvo que se establezca una norma no para solucionarlo por parte de las autoridades del Ente sino 
para cambiar las reglas generales y darle otro formato. Hoy por hoy esa norma no existe y creo, en base a los 
artículos 24 y 25 de la Constitución de la República, que tienen un problema muy importante entre manos y 
que no pueden obviar, más allá de las opiniones teórica: que los casos concretos se resuelven en contra de la 
empresa. 


Siempre sobrevuela si estamos o no ante un contrato laboral. El ingeniero Saldías hablaba de los contratos de 
trabajo para referirse, porque lo consideraba así, a que el 30% de los contratos de trabajo de los guardahilos 
se cumplen de tal manera y el 70% de tal otra, contradiciendo que sean contratos civiles. Se trata de temas 
borrosos; no es un tema de léxico, sino que las situaciones son opinables y por eso se generan estos 
problemas. 


Ahora: hay una norma específica que es el artículo 7” de la Ley de Presupuesto, relativo al contrato de 
función pública. Se ha invocado la Ley de Presupuesto para hablar de contrataciones a término y explicar por 
qué necesariamente debe haber un llamado: porque así lo establece la norma. Pero hay otra norma específica 
que sí es de aplicación. Se me dirá que no es de aplicación porque los contratos no son laborales y esto es un 
juicio civil. El problema es que la "ratio" de ese artículo son las situaciones límite. Se estableció para 
aquellos casos irregulares, desnaturalizados, no claros como los contratos "caché", los contratos a término, 
los contratos de unipersonales, etcétera. Esa norma es específica, y está vigente. 


Tal vez me pierda de algo y ustedes me lo aclaren, pero ¿por qué la aplicación del contrato de función pública 
no es una opción para salir de este conflicto? Parece que es el caso típico en el que se pensó cuando se hizo 
esta norma. 


En realidad, después de veinte años de un trabajador con sucesión de contratos, es muy difícil, 
razonablemente difícil, que ANTEL gane un juicio, en la medida que la jurisprudencia siga los parámetros 
actuales. Y ahora agravado porque le estamos agregando la ampliación de la prescripción a cinco años, la 


solidaridad por las eventuales subcontrataciones. No sé cuáles habrán sido los parámetros de análisis de las 
demandas, pero decididamente la demanda actual es mucho más cara que la presentada el año pasado; es por 
lo menos cinco veces más cara, porque todo se va a ampliar de dos a uno. 


En definitiva, me gustaría que me explicaran por qué no es de aplicación el contrato de función pública. 


SEÑOR CARVALHO.- Hemos optado por proponer -y fue aceptado por el Poder Legislativo- la figura 
del contrato del trabajo a término porque consideramos que es la que se adecua mejor a la situación en 
la que se encuentra la empresa pública ANTEL. Como acaba de señalar la señora Presidenta, la 
empresa pública ANTEL, sin que se dictaran en su momento normas que permitieran prepararla para 
la competencia a la cual fue sometida, porque ni su régimen de funcionarios, ni su régimen de compras 
ni el funcionamiento general de la empresa se adaptó a la situación, debió sobrellevar la competencia 
con las mismas estructuras, procedimientos y leyes. Esto creó una situación difícil que obligó a este 
Directorio a definir alguna línea política en el sentido de política de empresa, de estrategia empresarial. 


Una de las condiciones básicas para el funcionamiento adecuado de una empresa que produce servicios y que 
está en competencia con dos multinacionales que son cada una de ellas cien veces más grandes, es que 
disponga de un régimen de trabajo que le permita la mayor flexibilidad. No creemos que el contrato de 
función pública, que en nuestro país ha funcionado como el antecedente inmediato de la condición de 
funcionario público, sea lo más adecuado para incorporar trabajadores a una empresa que necesita para 
sobrevivir moverse con la máxima flexibilidad para adaptarse a un negocio que cambia día a día a escala 
planetaria y a dos empresas que compiten con nosotros y que son muchísimo, muchísimo más fuertes y más 
grandes que ANTEL. 


Nosotros requerimos flexibilidad para poder comprar, porque a veces los procedimientos a los que nos obliga 
el TOCAF se hacen extremadamente lentos en momentos en que tenemos que llegar al mercado de inmediato 
con el mismo producto que la competencia ofrece hoy; de lo contrario existe el riesgo de que nuestros 
clientes nos abandonen para optar por la competencia; por eso necesitamos comprar rápido, lo mejor y más 
barato para estar en competencia. De la misma manera, también necesitamos incorporar trabajadores en un 
marco de flexibilidad. La solución de ANTEL hacia el futuro es compleja y requiere que la empresa pueda 
moverse en un marco lo más similar posible al que se mueven sus competidores. De lo contrario, estamos en 
un "match" de "box" en el que uno de los competidores tiene las dos manos atadas en la espalda. 


Si queremos que esta empresa continúe siendo líder en el mercado uruguayo de las telecomunicaciones, si 
queremos que esta empresa sobreviva y sirva cada vez mejor a los uruguayos, dándoles comunicaciones cada 
vez más baratas, creando empleo genuino en el país y siendo protagonista del desarrollo tecnológico y 
técnico en materia de comunicaciones, algo tiene que cambiar en ANTEL, y algo está cambiando en ANTEL. 


Por eso las dos normas que propusimos y que el Parlamento aceptó. Una se refería a la posibilidad de 
proceder, en caso necesario y en situación de competencia, a compras directas -lo que no quiere decir que no 
estén sometidas al contralor del Tribunal de Cuentas- y la otra es el artículo que nos permite contratar a 
término. Esas son dos normas específicas que fueron propuestas por el Directorio de ANTEL al señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería y que fueron incorporadas a la Ley N* 17.930. Allí hay una opción 
estratégica. 


Nosotros preferimos que en las vinculaciones futuras de ANTEL los trabajadores no revistan la condición de 
funcionarios públicos sino de contrato de trabajo a término. Esa es una opción que hemos tomado y que 
responde a la situación tan particular de competencia -¡y qué competencia!- a la que está sometida la empresa 
pública. 


SEÑORA SIMON.- Un elemento sustancial a tener en cuenta es que durante las conversaciones que 
mantuvimos con los guardahilos y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social había un preacuerdo en 
el sentido de que ellos estaban de acuerdo en que se hiciera un llamado abierto de méritos y 
antecedentes para la celebración de contratos de trabajo, según el régimen establecido en la Ley_N” 
17.556, que implica jornada laboral de ocho horas, beneficios sociales, licencia anual, seguro de 
enfermedad, etcétera. Es decir que estaban de acuerdo en que se hicieran contratos a término. Ahora, 
aparentemente, hay un cambio de planteo, por lo que interpreto de las palabras del señor Diputado. 


Iba todo muy bien hasta llegar al punto de los pleitos; este acuerdo es del 24 de octubre de 2006. Solo 
quiero recalcar que había acuerdo en hacer contratos de este tipo. 


SEÑOR CABRERA.- De la exposición de los representantes de los guardahilos no me quedó claro que 
los pleitos fueran un obstáculo para alcanzar un acuerdo. Ellos respondieron a una pregunta puntual 
del señor Diputado Pozzi en ese sentido. Debería releer la versión taquigráfica, pero no me quedó la 
impresión de que ese fuera un tema que impidiera el acuerdo. 


SEÑOR LACALLE POU.- El preacuerdo era aceptado hasta que se puso como condición no seguir 
adelante con los juicios. Si una persona tiene la posibilidad de cobrar US$ 150.000 o US$ 200.000 por 
un juicio y se le dice que se le va a hacer un contrato por un año, creo que cualquier ser humano 
razonable desistiría de esta situación. En tren de buscar un acuerdo, si ese preacuerdo sigue vigente y 
los guardahilos no tienen por qué desistir de los juicios, creo que aceptarían sin más problemas. El 
problema es que el Directorio de ANTEL puso esa cláusula bastante complicada -que, por supuesto, no 
compartimos y ya lo dijimos en la convocatoria pasada- por la que se les solicita que hagan esa 
concesión. Aquí es donde la empresa pública debe evaluar cuánto puede llegar a perder -se habla de 
US$ 30:000.000-, y cuánto no, según la aplicación del artículo 7” de la Ley de Presupuesto, que bien 
mencionaba el señor Diputado Cabrera. 


SEÑOR CABRERA.- Lo que me quedó claro -aunque me puedo equivocar- es que no es una condición 
esencial no desistir. Según entiendo, para desistir el acuerdo debe tener un contenido distinto. O sea 
que con este acuerdo ellos no van a desistir, hay que seguir mejorándolo hasta encontrar uno que 
permita llegar a eso. Me parece que ese es el camino. 


De cualquier manera, las respuestas que da el Vicepresidente son mucho más interesantes que el tema que 
nos convoca. El Vicepresidente es casi liberal en su planteo y dice: "Yo no voy a aplicar el artículo 7* porque 
quiero flexibilidad y, por lo tanto, no quiero que sean funcionarios públicos". Debemos aclarar, si estamos 
hablando de despedir o no -porque usted me dice que quiere contratos a término-, de terminar la relación, que 
usted también puede terminarla con sus funcionarios, ya que la estabilidad absoluta es para la Administración 
Central y no para ANTEL. O sea que si usted quiere y esa es su definición de negocios y su estrategia 
empresarial, puede despedir también a funcionarios de ANTEL; no precisa que tengan contratos a término; de 
esa manera es más fácil, pero también puede despedir a los funcionarios. Esa es una aclaración importante. 


Por otro lado, me parece razonable el planteo relativo a que se compite contra empresas que manejan sus 
recursos con absoluta libertad, dependiendo de una Asamblea de Accionistas o un Comité Gerencial y que 
por ello se precisa libertad. Eso me parece razonable, pero no comparto la idea de que se le dé la libertad a un 
sector así, que en todo caso, supongo que es bastante insignificante en el funcionamiento de la empresa. Creo 
que, en todo caso, el planteo de libertad debería ser mucho más amplio e ir más allá que solamente empezar a 
ejecutarla no renovándole el contrato a doscientos guardahilos. Por eso decía que el planteo del señor 
Vicepresidente es mucho más amplio, porque está hablando de un tema distinto y es que con esta Ley 
Orgánica, con esta estructura jurídica tiene dificultades -me pareció entender eso- para gestionar, para tener 
una empresa competitiva. Entonces, deberíamos elaborar un proyecto mucho más grande para ir al fondo del 
asunto porque, en realidad, más allá de las contrataciones a término el Vicepresidente de ANTEL hoy 
también puede hacer otras cosas, aunque sabemos que son mucho más difíciles por consideraciones que 
conocemos y no están arriba de la mesa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que estamos llegando a un punto interesante de la reunión teniendo en 
cuanto los aportes que se han vertido y se vistumbran algunos caminos a tomar. Por lo tanto, luego de 
que hagan uso de la palabra el señor Diputado Pozzi y la señora Diputada Bianchi, el Directorio de 
ANTEL podría culminar su exposición refiriéndose al planteo realizado por los integrantes de la 
Comisión. 


SEÑOR POZZI.- Es muy interesante el punto al que se ha llegado. 


Quiero hacer una pregunta -porque algo me quedó flotando en el aire- que quizás los compañeros del Partido 
Nacional pueden contestar. 


Quisiera saber si se está planteando una suerte de negociación. En presencia de los compañeros guardahilos 
dejé claro que el problema son los juicios laborales. Ellos manifestaron que llegaron a un acuerdo con el 
Directorio -reconocieron que no les gustaba el acuerdo pero que lo habían aceptado- por medio del cual 
conservaban su trabajo con mejores condiciones, con mejor salario o, por lo menos, con el mismo, pero que 
todo se cayó cuando el señor Carvalho les dijo que debían desistir de los juicios laborales. Nosotros seguimos 
dando vueltas pero el problema central está ahí. 


De la exposición de los compañeros del Partido Nacional -no de los guardahilos- advertí que ANTEL va a 
perder los juicios y que eso le va a significar US$ 30:000.000 o US$ 50:000.000 al Estado, pero si actuamos 
sobre la base del artículo 7” de la ley de presupuesto no hay juicios. Acá se plantea que hay una suerte de 
negociación, que yo no advertí de la exposición de los guardahilos. No sé si es así. 


Con respecto a las cuestiones profundas que plantea el señor Diputado Cabrera -a quien tengo un gran 
respeto, al igual que al señor Diputado Lacalle Pou; inclusive, alguna vez me hizo desistir de algunas cosas 
que iba a votar-, si dependiera de mí habilitaba una norma para que los cuadros medios de gran parte de las 
empresas del Estado pudieran ser despedidos inmediata y sumariamente si no cumplen con su objetivo, como 
sucede en cualquier empresa privada. No iba en contra del funcionario público y ponía un régimen diferente 
para todos quienes ingresen en la función pública, no el que estamos considerando, que es complejo. Capaz 
que estoy solo en esa opinión, pero es una discusión que va más allá de esta Comisión y tal vez algún día la 
demos en otro lado. 


Cuando hablé con los compañeros guardahilos sobre este problema y les pregunté si habían planteado una 
negociación de los juicios, me dijeron que quisieron hablar y no pudieron -ahora la señora Presidenta de 
ANTEL nos aclaró por qué el Directorio considera que no puede transar en los juicios-, y creí que no había 
posibilidad de que estas cuestiones cambiasen. Todos hemos conversado con ellos por otro lado y sabemos de 
los líos que han tenido; yo conozco muchos problemas que hubo entre ellos, pero no vale la pena hablar de 
eso acá, porque son trabajadores y tienen contradicciones y problemas, como todos. Sí me interesa saber bien 
eso, porque no me quedó claro de la exposición de los guardahilos que existiera la posibilidad de abandonar 
los juicios. Capaz que hay información que desconozco y por eso lo planteo. 


SEÑOR CABRERA.- Yo no tengo ninguna información distinta. Sí escuché plantear que si bien el 
monto del reclamo era alto, la gente tenía que vivir y eso era una frutilla allá lejos. Escuché decir: "Yo 
quiero trabajar, no quiero ganar un juicio". Ahora bien, hay un acuerdo que tiene un contenido y a 
cambio de eso hay que desistir. Creo que ese acuerdo con ese contenido no sirve; ese es el dato de la 
realidad: ese acuerdo se cayó y hay que variar su contenido. La variación y la inteligencia de lograr el 
acuerdo tiene que ver con el plazo. No se puede asegurar un año de trabajo a alguien y pedirle que 
desista; ni siquiera en la actividad privada, en aquellos sectores que tienen estabilidad, se sale de esa 
manera. Hay que asegurar un plazo y en este caso el Ente debe hacer lo mismo como forma de 
destrabar la situación. Nadie va a relegar la posibilidad de cobrar US$ 200.000 porque le aseguren un 
año de sueldo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sin perjuicio de que no soy su representante legal, tengo contacto con 
varios de ellos y no me cabe la menor duda de que si se les asegura la estabilidad laboral desistirían de 
los juicios porque, entre otras cosas, no son gente que esté en condiciones de tener una caja de ahorro y 
tienen que pagar las cuentas a fin de mes, entre ellas la de ANTEL. No tengo dudas de que si la balanza 
se equipara medianamente la situación cambiaría, y para eso hacemos este tipo de convocatorias, 
aparte de fijar posiciones políticas. Capaz que el Diputado Pozzi y yo nos ponemos de acuerdo en un 
ratito, pero del otro lado de la mesa están quienes tienen la lapicera en la mano. 


SEÑORA BIANCHI. De acuerdo con la información que recibimos antes y ahora del Directorio de 
ANTEL, habría posibilidades de llegar a una síntesis. Hemos ido avanzando y en lo personal he podido 
entender las distintas visiones que existen sobre este tema. Para llegar a un acuerdo, es necesario 
entender algunas de las cosas que se nos han señalado, en particular en la segunda parte de la reunión, 
en cuanto al interés del ENTE de resolver la situación, sobre todo en beneficio del funcionamiento 
acorde del Estado nacional. 


Me pareció entender que los representantes del Directorio manifestaron que en esto hay una salvaguardia del 
patrimonio nacional, que es vital y hace al colectivo de los ciudadanos. Sin duda, esta situación prevalece en 
relación a demandas de carácter individual y cuando se está al frente de un Ente de estas características se 
debe salvaguardar lo colectivo frente a lo individual. Ustedes señalaron que el nuevo llamado incorpora, 
considera a parte de los trabajadores que hoy tienen puntos de vista distintos. Recién se señalaba que el 
interés principal de un trabajador siempre será mantener su trabajo; entonces, quizás debamos profundizar en 
que el interés principal del Ente es mantener los servicios como corresponde y regular la situación de estos 
trabajadores, que por distintas causas estaban en una situación irregular. Si no entendí mal, si se cumple con 
las reglas básicas de la prestación de servicios este contrato por un año puede ser renovado. 


Creo que todos compartimos que toda función debe ser cumplida con eficiencia y eficacia; en lo personal, me 
parece fundamental, sobre todo cuando como país necesitamos un desarrollo de buena calidad de las 
empresas del Estado así como de otras empresas. Ustedes también señalaron con mucha precisión que no se 
va a engrosar el plantel público por cualquiera de las estructuras vigentes sino seleccionando aquellas que 
fueron aprobadas y que como organismo ANTEL está autorizado a utilizar. 


Me parece importante considerar la posibilidad de colaborar para resolver esta situación. Tengo entendido 
que algunos guardahilos tienen la contratación semi resuelta, porque aceptan las condiciones, y otra parte 
tiene un reclamo distinto; si se logran acuerdos se podría seguir avanzando en una solución. 


No quiero agregar nada más en este momento. 
Por otro lado, se habló de la reforma del Estado y me parece interesante abordar ese punto. 


Por último, considero que en este asunto hay responsabilidades compartidas y por ello debemos colaborar en 
la búsqueda de la mejor solución. 


SEÑORA SIMON.- En particular, lo manifestado por la señora Diputada Bianchi es una buena 
síntesis. Además, tenemos la posibilidad de una síntesis. 


Agradecemos que nos hayan recibido y si existe alguna posibilidad de acuerdo, por supuesto que la vamos a 
tomar con simpatía y buena voluntad. 


De todas formas, quiero señalar algunas características de la situación para dar un panorama del asunto, para 
que se sepa cuál es nuestra visión y a qué cosas accederíamos y a cuáles ya hemos accedido. 


Nosotros ya accedimos a hacer un llamado de una manera muy generosa; con esta palabra quiero significar 
de forma amplia, atendiendo sobre todo a conservar las fuentes de trabajo de las personas. Por lo tanto, se 
priorizó la experiencia bien habida, del que realmente trabaja, y se establecieron condiciones para el trabajo 
que fueron aceptadas por ambas partes. Ahora, si este acuerdo no es válido, entonces no lo es en ninguno de 
sus puntos y ya ANTEL no tendría por qué respetar las condiciones que fueron tratadas para hacer este 
llamado. Por ejemplo, podríamos redimensionar. 


Sin embargo, no quisiera que eso ocurriera. Inclusive, el llamado que hicimos respeta unilateralmente las 
condiciones a las que habíamos llegado porque seguimos creyendo en la preservación de las fuentes de 
trabajo. 


También ponemos muy por encima de todo esto el interés colectivo. Treinta millones de dólares o más en 
este país es mucho. Compárenlo, por ejemplo, con el monto del Plan de Emergencia o del Plan de Equidad, 
con lo que necesita la educación, con muchos proyectos de la salud pública, es decir, con los montos 
involucrados en prioridades que son de primerísima línea. Por ello, en este sentido, hay que asegurar que se 
desista de esto o se deje afuera de alguna manera, de la manera que sea. El desistimiento no es cosa fácil de 
tratar. Los abogados saben mejor que yo sobre este tema. Cada juicio es individual. Cada juicio lo lleva a 
cabo un individuo e, inclusive, son tratados por Juzgados diferentes. Entonces, comprometerlo dentro de una 
medida colectiva, no es nada fácil, en particular con aquellos que no trabajan. Si no están trabajando, no les 
importa tanto mantener la fuente de trabajo. También están aquellos que se están por jubilar; inclusive, hasta 
puede haber causas legítimas: "Hoy en día, estoy viejo, gordo y no me gusta subir escaleras". Es decir que 
hay que juntar voluntades y si alguien ayuda, lo veremos con mucho entusiasmo. Pero hay que juntar una 


cantidad de voluntades individuales y garantizar lo que va a ocurrir e, inclusive, que no van a surgir otros 
juicios, porque hay muchos que no reclamaron. Esos son los que, seguramente, se presentarán al llamado, 
pero dependiendo de las circunstancias, también podrían iniciar acciones similares. 


Hay una diferencia que no es menor. ANTEL no estableció que para presentarse al llamado hubiera que 
desistir; lo que estipuló fue que para firmar un contrato no hay que tener juicios. Creo que esto es lógico 
desde el punto de vista de cualquiera. Una persona amiga me daba un ejemplo muy prosaico. Decía así: "Si 
yo contrato una persona para que pinte mi comedor y después me hace un pleito porque dice que no le pagué 
lo que le correspondía, no contrataría a la misma persona para que pinte mi cocina". Entre el trabajador y la 
empresa, pública o privada, debe haber una relación pacífica o con bases pacíficas y francas. Eso se planteó 
para las firmas de los contratos. 


Dentro de este diálogo, el Directorio se planteó la duración de los trabajos y, si bien los contratos a término 
son por un año -es lo que dice la ley-, comprometió su voluntad de renovar durante tres años, que es lo que 
tenía en ese momento por delante de mandato, siempre que se cumplieran correctamente las condiciones de 
eficacia, eficiencia y corrección en el trato al público -no hay que olvidarse que esta gente tiene un rol muy 
especial puesto que está en contacto con el cliente- y técnica en todas las reparaciones que hacen. Por lo 
tanto, sí se dio, por lo menos, una voluntad -si recuerdo correctamente este proceso, comprendo que fue 
entendida y aceptada-, una buena voluntad de renovación durante el mandato del Directorio, ya que no puede 
ir más allá. Razonablemente, si los trabajadores se precisan, que así va a suceder porque es un área en la que 
se está jubilando gente, y si se desempeñan correctamente, estos contratos se van a seguir renovando. 


Por otra parte, quiero decir que los nuevos contratos que se están haciendo en ANTEL son a término. 
Creemos que no es conveniente ni bueno engrosar la plantilla de los funcionarios, en el viejo sentido de la 
palabra. Realmente, espero que sea modificada dentro de la reforma del Estado. Quizás, en el marco de esta 
reforma, el punto más sensible sea la gestión del personal. 


Entendemos que en este momento no es conveniente adquirir compromisos que puedan frenar esa reforma 
del Estado. Por lo tanto, se están haciendo contratos a término. En los cargos gerenciales o de cierto nivel, se 
están haciendo llamados para asignar funciones, y no llamados para designar. Así no generamos ataduras. 


Personalmente, estoy de acuerdo con el señor Diputado Pozzi -en una conversación tan breve uno no puede 
saber si está en un todo de acuerdo, pero lo presumo- en que, al menos a partir de cierta jerarquía, los cargos 
deberían ser sujetos a renovación periódica, de acuerdo con el desempeño. Además, los funcionarios del 
Estado que queremos tienen que ser funcionarios con mentalidad de servidor público; debería ser difícil 
acceder a la condición de funcionario público; tendría que requerir un esfuerzo mantenerla y tendría que ser 
un orgullo detentarla. 


Aquí hablo por mí misma, pero espero que eso se refleje en la reforma del Estado junto con que, 
naturalmente, este sea un buen empleador. Este es un poco mi resumen. 


Quedamos abiertos a lo que puedan ser propuestas que aseguren las cosas según estos principios que 
entendemos que sí se deben respetar. 


SEÑOR CARVALHO.- Quisiera agradecer el tiempo que nos dispensaron y manifestar que he 
escuchado con muchísima atención las palabras de la señora Diputada Bianchi y de los señores 
Diputados Cabrera, Pozzi y Lacalle Pou. Me congratulo de que la Comisión de Legislación del Trabajo 
esté dispuesta a ayudarnos a buscar una solución en este tema tan complejo. Creo que el Directorio 
está abierto a considerar posibilidades que se han invocado aquí, aunque no se han planteado 
concretamente y sería necesario saber si se plantean, pero siempre bajo una condición: queremos y 
estamos buscando una solución global al problema. Para nosotros no sería una solución, por lo menos 
total, que cierto número de personas de las que nos han demandado aceptaran a condición de que se 
modificara el contrato que se les ofrece, y quedaran pendientes demandas no por treinta sino por diez o 
quince millones de dólares. En ese caso, tal vez habría que complementar la solución con una norma de 
carácter legal que interpretara y aclarara definitivamente un tema tan controvertido que ha dado 
lugar a fallos contradictorios. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que quedan algunas cosas pendientes. Tenemos el compromiso de 
asumir el problema y verlo como Comisión de Legislación del Trabajo en estas situaciones que a veces 
tienen contradicciones propias del mundo del trabajo y otras como resultado de otras gestiones. 
Procuraremos introducir correcciones con el mejor ánimo posible porque creo que, en definitiva, en 
esta Comisión escuchamos a todas las partes, pero hay una que nunca escuchamos y es el que recibe el 
perjuicio, los usuarios, que, a veces es la más importante. Y nosotros debemos bregar porque las cosas 
salgan lo mejor posible. 


Agradecemos su presencia y nos vamos a mantener en contacto viendo qué va a resolver la Comisión en este 
tema. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


